
Gaceta
Parlamentaria

Año XXIX Palacio Legislativo de San Lázaro, martes 13 de octubre de 2026 Número 7145-II

Martes 13 de octubre

CONTENIDO

Iniciativas

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Reglamento de la Cámara de Diputados, en materia
de presentación y discusión de reservas, a cargo de
la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, en mate-
ria de lenguaje inclusivo, a cargo de la diputada Lau-
ra Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Que reforma el artículo 21 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, en materia de len-
guaje incluyente en la denominación de la persona
titular del poder ejecutivo federal, a cargo de la di-
putada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Que reforma el artículo 36 de la Ley de Asistencia
Social, en materia de lenguaje inclusivo, a cargo de
la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Que reforma y adiciona el artículo 123 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en materia de licencia de paternidad, a cargo de la
diputada María de Fátima García León, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de
las Leyes Federal de Trabajo; Federal de los Traba-
jadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B) del Artículo 123 Constitucional; y del
Seguro Social, en materia de ampliación de la li-
cencia de paternidad, a cargo de la diputada María
de Fátima García León, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

Que reforma el artículo 55 de la Ley Nacional del
Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescen-
tes, en lo referente a recibir visitas íntimas, a cargo
de la diputada Patricia Flores Elizondo, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Que reforma y adiciona el artículo 6o. de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca, en materia de atención a las causas e indicado-

3

8

12

16

18

24

31

38

Pase a la página 2

Anexo II-6



Gaceta Parlamentaria Martes 13 de octubre de 20262

res de bienestar y prosperidad, a cargo de la diputada Amancay González
Franco, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Que adiciona un artículo 27 Bis a la Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad, en materia de accesibilidad digital en la ven-
ta de boletos para conciertos, eventos y espectáculos, a cargo del diputa-
do Eduardo Gaona Domínguez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Que adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Turismo, en
materia de turismo religioso, rutas turísticas religiosas y corredores segu-
ros para peregrinos, a cargo del diputado Tecutli José Guadalupe Gómez
Villalobos, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

43

48



Iniciativas

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL
REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, EN MATE-
RIA DE PRESENTACIÓN Y DISCUSIÓN DE RESERVAS, A CAR-
GO DE LA DIPUTADA IVONNE ARACELLY ORTEGA PACHE-
CO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO
CIUDADANO

Quien suscribe, Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, co-
ordinadora del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXVI Legislatura, con fundamento
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto, por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, en materia de presenta-
ción y discusión de reservas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El proceso legislativo es una de las funciones esencia-
les del Congreso de la Unión. A través de él se analizan
las necesidades de la sociedad, se plantean propuestas,
se discuten alternativas y, finalmente, se toman deci-
siones que se convierten en leyes y decretos.1 Por ello,
las reglas que ordenan este proceso no son una cuestión
secundaria. Su claridad permite que la discusión parla-
mentaria se desarrolle de manera ordenada, que las dis-
tintas posiciones puedan ser expresadas y que las deci-
siones que adopte el Congreso correspondan a los
asuntos que efectivamente fueron analizados.2

En una democracia, discutir no significa únicamente
tener la posibilidad de hacer uso de la palabra. Tam-
bién implica contar con procedimientos que permitan
conocer qué se está discutiendo, sobre qué se está pro-
poniendo una modificación y cuáles son las conse-
cuencias de aprobarla. La certeza sobre la materia de
una discusión es particularmente importante cuando se
trata del proceso de creación, modificación o deroga-
ción de leyes, pues las decisiones del Congreso deben
partir de un texto que haya sido previamente identifi-
cado y sometido al análisis correspondiente.

El Reglamento de la Cámara de Diputados establece
las reglas que deben observarse durante las distintas

etapas del procedimiento legislativo.3 Entre ellas se
encuentran las relativas al trabajo de las comisiones, la
elaboración y discusión de los dictámenes y, posterior-
mente, el debate de estos ante el pleno. Cada una de
estas etapas cumple una función específica y se en-
cuentra vinculada con las demás.

Las comisiones representan un espacio fundamental
para el análisis de las iniciativas. En ellas se estudian
las propuestas, se revisan sus alcances, se escuchan las
distintas posiciones y se construyen los dictámenes
que posteriormente son sometidos a consideración del
pleno. El dictamen, por tanto, no es un documento ais-
lado, sino el resultado de un proceso previo de análisis
y deliberación.

Esta relación entre iniciativa, dictamen y discusión en
el pleno debe mantenerse durante todo el proceso.
Cuando una propuesta llega al pleno, las y los legisla-
dores deben tener claridad respecto de las disposicio-
nes que fueron materia del trabajo de las comisiones y,
en su caso, de aquellas respecto de las cuales se pre-
tende plantear alguna modificación.

En este contexto, las reservas cumplen una función
muy importante dentro del procedimiento legislativo.
Las reservas permiten que una diputada o diputado so-
licite que una disposición determinada del proyecto
sea analizada de manera particular y, en su caso, mo-
dificada, adicionada o eliminada. Se trata, por tanto,
de un instrumento que permite llevar al debate una po-
sición concreta respecto de un artículo.

La existencia de este mecanismo es necesaria para que
la discusión en lo particular no se limite a aceptar o re-
chazar. Las reservas permiten identificar los errores, o
faltas respecto de determinados artículos y someterlas
a la consideración de las y los legisladores. De esta
manera, contribuyen a que el debate pueda concentrar-
se en aspectos específicos del proyecto.

Sin embargo, precisamente por la importancia que tie-
nen las reservas, es necesario que su utilización cuen-
te con reglas claras respecto de sus alcances. Una re-
serva debe guardar una relación directa con el texto
que se encuentra siendo discutido. De lo contrario,
puede convertirse en una vía para incorporar al debate
disposiciones que no fueron objeto de análisis durante
la dictaminación.

Martes 13 de octubre de 2026 Gaceta Parlamentaria3



El problema no está en que las y los legisladores ten-
gan la posibilidad de proponer modificaciones. Esa
posibilidad forma parte de la función parlamentaria. El
problema surge cuando una reserva deja de ser una
propuesta de modificación respecto de lo que fue dic-
taminado y pretende introducir al procedimiento mo-
dificaciones sobre artículos que no forman parte del
dictamen, por lo que muy probablemente que el obje-
tivo de éste pueda cambiar.

Esta situación afecta sin duda el orden de la discusión
y dificulta que las y los legisladores conozcan con an-
ticipación el contenido sobre el cual deberán pronun-
ciarse. También puede generar que disposiciones que
no fueron analizadas por las comisiones sean incorpo-
radas directamente durante la discusión, sin haber se-
guido la etapa de estudio y deliberación correspon-
diente.

La discusión en lo particular debe permitir modificar
el contenido de un dictamen, pero no debe convertirse
en una etapa distinta de dictaminación. La reserva de-
be servir para plantear una modificación concreta a un
artículo que ya forma parte del proyecto que se discu-
te y no para ampliar el objeto del dictamen.

Por ello, la iniciativa propone establecer de manera
expresa que las reservas deberán referirse exclusiva-
mente a los artículos que sean materia del dictamen.
Con esta precisión se busca establecer un límite claro
que permita distinguir entre la modificación de una
disposición que sí fue dictaminada y la incorporación
de una disposición nueva que no fue objeto del análi-
sis de la comisión.

Esta precisión es muy importante porque el Regla-
mento contempla distintos supuestos para la presenta-
ción de reservas. No todas las reservas tienen el mis-
mo origen ni son formuladas por las mismas personas.
Por ello, la regulación debe atender las particularida-
des de cada etapa y de cada sujeto que participa en
ella.

En primer lugar, se propone modificar el artículo 83
para precisar el alcance de las reservas que pueden ins-
cribir los autores de las iniciativas que originan un dic-
tamen.

Actualmente, esta disposición reconoce la posibilidad
de que los autores de las iniciativas presenten por es-

crito ante la comisión una reserva cuando consideren
que la esencia de su propuesta ha sido desvirtuada, y
no es específico sobre que podrá versar la misma.

Esta posibilidad responde a una razón concreta. Quien
presenta una iniciativa conoce el propósito que busca-
ba alcanzar con su propuesta y, por ello, debe contar
con un mecanismo para señalar cuando el contenido
aprobado por la comisión se aparta sustancialmente de
ella. No obstante, esa facultad debe permanecer vincu-
lada precisamente con la iniciativa que dio origen al
dictamen.

Por esta razón, se propone establecer que los autores
de las iniciativas únicamente podrán presentar una re-
serva cuando consideren que la esencia de su propues-
ta ha sido desvirtuada y, además, que dicha reserva sea
exclusivamente respecto de los artículos que sean ma-
teria del dictamen.

Con ello se mantienen las dos condiciones que deben
regir este supuesto. Por una parte, debe existir una ra-
zón concreta para la intervención del autor de la ini-
ciativa: considerar que la esencia de su propuesta fue
desvirtuada. Por otra, la reserva debe estar limitada a
los artículos que fueron objeto del dictamen.

Esta precisión evita que el mecanismo previsto en el
artículo 83 pueda interpretarse como una facultad ge-
neral para que el autor de una iniciativa modifique
cualquier disposición de la ley durante la discusión. La
reserva debe tener una relación directa con el conteni-
do que fue analizado y dictaminado por la comisión.

De esta manera se reconoce el derecho del autor de la
iniciativa a defender el sentido de su propuesta, pero
se evita que esta facultad pueda utilizarse para intro-
ducir asuntos distintos a los que fueron materia del
dictamen.

En segundo término, se propone adicionar un artículo
83 Bis para regular de manera expresa las reservas que
pueden presentar los demás integrantes de la comisión.

El trabajo de las comisiones es esencialmente colegia-
do. Por ello, las y los integrantes de una comisión de-
ben contar con mecanismos para expresar sus diferen-
cias respecto del contenido del dictamen y proponer
modificaciones a los artículos que hayan sido objeto
de análisis.
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La incorporación de este artículo permite dar mayor
claridad al Reglamento, al establecer expresamente
que los integrantes de la comisión podrán presentar
por escrito, antes del inicio de la discusión del dicta-
men, reservas para modificar exclusivamente los artí-
culos que sean materia de éste.

La propuesta no limita la posibilidad de las y los inte-
grantes de las comisiones para formular reservas. Por
el contrario, reconoce expresamente esta posibilidad y
establece con claridad el ámbito en el que puede ejer-
cerse.

La finalidad es que el trabajo realizado en comisión
mantenga una relación directa con el contenido del
dictamen. Si una disposición no forma parte del dicta-
men, no debe ser incorporada mediante una reserva
como si hubiera sido objeto de análisis por la comi-
sión.

Esta regla también contribuye a dar mayor certeza a
las y los integrantes de la comisión respecto del conte-
nido que será llevado posteriormente al pleno. La dis-
cusión debe partir de un documento cuyo contenido
haya sido previamente identificado y respecto del cual
las distintas posiciones hayan tenido oportunidad de
expresarse.

La delimitación de las reservas no significa cerrar la
discusión legislativa. Significa ordenar sus etapas. Las
comisiones deben analizar y dictaminar las propuestas
que les corresponden y el pleno debe discutir y, en su
caso, modificar los textos que sean sometidos a su
consideración conforme a las reglas del procedimien-
to legislativo.

Esta diferencia es importante. El objetivo de la inicia-
tiva no es reducir el debate parlamentario, sino evitar
que las distintas etapas del proceso se confundan entre
sí, lo que va a permitir mayor veracidad en el mismo.

La misma lógica debe trasladarse a la discusión ante el
pleno. Por ello se propone modificar el artículo 110
del Reglamento de la Cámara de Diputados, que esta-
blece la forma en que se discuten las reservas.

En primer lugar, se precisa que la intervención del pro-
ponente tendrá como finalidad exponer exclusivamen-
te las razones que sustenten la reserva.

La reserva es una propuesta concreta. En consecuen-
cia, la participación de quien la presenta debe estar
vinculada con el contenido de esa propuesta. La inter-
vención debe permitir explicar qué se pretende modi-
ficar y por qué se considera necesario hacerlo, pero no
debe utilizarse para abrir una discusión general sobre
otros aspectos del dictamen o sobre disposiciones que
no forman parte de la reserva.

Esta modificación permite dar mayor orden a la discu-
sión y facilita que las intervenciones de las y los legis-
ladores se concentren en el asunto que se encuentra
sometido a consideración del pleno.

La delimitación de la participación no impide que el
proponente exponga sus argumentos políticos, jurídi-
cos o técnicos. Lo que establece es que dichos argu-
mentos deben estar relacionados directamente con la
reserva que presenta.

En segundo lugar, se propone adicionar una fracción
I Bis para establecer que, una vez que el proponente
haya hecho uso de la palabra para presentar y sus-
tentar su reserva, esta no podrá ser retirada y deberá
someterse a discusión y, en su caso, a votación del
pleno.

Esta modificación parte de una idea sencilla: una vez
que una reserva ha sido presentada formalmente y su
proponente ha tenido la oportunidad de explicar ante
el pleno las razones que la sustentan, debe continuar el
procedimiento previsto para su discusión.

La posibilidad de retirar una reserva después de ha-
berla presentado y defendido puede interrumpir la ló-
gica de la discusión en lo particular, particularmente
cuando ya se ha generado una lista de oradores o cuan-
do las y los legisladores han preparado su participa-
ción a partir del contenido de la propuesta.

Por ello, se plantea que, una vez realizada la interven-
ción del proponente, la reserva continúe su trámite y
sea sometida a discusión y, en su caso, a votación.

Esto también permite dar certeza a las y los integran-
tes del pleno. Al momento en que una reserva es pre-
sentada y sustentada, las y los legisladores conocen
que la propuesta continuará a la siguiente etapa del
procedimiento. De esta manera, la discusión se des-
arrolla sobre asuntos concretos y no sobre propuestas
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que posteriormente pueden desaparecer después de ha-
ber generado una etapa de debate.

La regla propuesta no elimina la posibilidad de que
una reserva no sea discutida. La propia regulación del
procedimiento parlamentario contempla los mecanis-
mos para determinar cuándo un asunto se encuentra
suficientemente discutido. Se busca que, una vez que
el proponente haya ejercido su participación para sus-
tentar la reserva, esta no pueda ser retirada unilateral-
mente y deba seguir el cauce correspondiente.

En conjunto, las modificaciones propuestas buscan
fortalecer tres elementos fundamentales del procedi-
miento legislativo: certeza, orden y congruencia entre
las distintas etapas de dictaminación y discusión.

La certeza se fortalece al establecer de manera expre-
sa sobre qué artículos pueden recaer las reservas. El
orden se fortalece al precisar que la participación del
proponente debe concentrarse exclusivamente en los
argumentos que sustentan su reserva. Y la congruencia
se fortalece al mantener una relación directa entre la
iniciativa, el dictamen, las reservas y la discusión en el
pleno.

La propuesta parte también del reconocimiento de que
las reservas cumplen una función legítima dentro del
debate parlamentario. No se pretende eliminar este
instrumento ni reducir la posibilidad de que las y los
legisladores propongan cambios. Se busca que su ejer-
cicio se realice dentro de límites claros que permitan
que el proceso legislativo conserve una secuencia ló-
gica.

Una discusión ordenada requiere que exista claridad
sobre el texto que se analiza. Las comisiones deben
poder discutir y dictaminar las propuestas que les sean
turnadas, mientras que el pleno debe contar con la po-
sibilidad de discutir en lo particular los artículos que
forman parte del dictamen. La reserva debe servir co-
mo mecanismo para expresar una posición respecto de
esos artículos, no como una vía para introducir mate-
rias completamente distintas.

Esta precisión adquiere especial relevancia cuando un
proyecto modifica diversos artículos de una ley. El he-
cho de que una iniciativa se refiera a un ordenamiento
completo no significa que todos sus artículos puedan
ser modificados mediante reservas. La materia de la

discusión debe estar determinada por el contenido
concreto del dictamen.

Por ello, la expresión “exclusivamente respecto de los
artículos que sean materia del dictamen” constituye
uno de los elementos centrales de la presente propues-
ta. Su finalidad es evitar interpretaciones que permitan
extender las reservas a disposiciones que no fueron
objeto de análisis y que, por tanto, no forman parte del
contenido que las comisiones sometieron a considera-
ción.

La misma precisión permite diferenciar una reserva de
una nueva propuesta legislativa. Si una diputada o di-
putado considera necesario modificar un artículo que
no forma parte del dictamen, existen los mecanismos
correspondientes para presentar una iniciativa y que
esta siga el procedimiento legislativo que corresponda.
La reserva no debe sustituir ese procedimiento.

De esta manera, se preserva tanto el derecho de las y
los legisladores a presentar propuestas como la necesi-
dad de que dichas propuestas sigan las etapas que co-
rresponden a su naturaleza.

La presente iniciativa tampoco pretende impedir que
durante la discusión surjan argumentos distintos a los
inicialmente planteados. El debate parlamentario es,
por su propia naturaleza, dinámico. Las y los legisla-
dores deben poder responder a los argumentos de sus
pares y plantear las razones por las cuales consideran
conveniente aprobar o rechazar una modificación. Lo
que se delimita es el objeto de la reserva y, en el caso
de quien la presenta, el contenido de su intervención.

Con estas reglas se busca que la discusión en lo parti-
cular conserve su finalidad: analizar de manera espe-
cífica una propuesta de modificación respecto de un
artículo que forma parte del dictamen.

También se fortalece la responsabilidad de quienes pre-
sentan reservas. Si la intervención del proponente debe
dirigirse exclusivamente a sustentar la propuesta y, una
vez realizada, la reserva no puede ser retirada, será ne-
cesario que quien pretenda formularla tenga claridad
sobre el contenido de la modificación que propone y
sobre las razones que justifican su aprobación.

Esto favorece una discusión más concreta. En lugar de
utilizar el tiempo destinado a la presentación de una
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reserva para abordar de manera general el contenido
del dictamen, la participación se concentra en explicar
la modificación específica que se somete a considera-
ción.

El resultado que se busca es un procedimiento en el
que las reservas sean identificables, concretas y vincu-
ladas con el contenido que efectivamente fue dictami-
nado.

La Cámara de Diputados debe contar con reglas que
permitan que el debate sea amplio, pero también orde-
nado. Ambas condiciones son compatibles. La posibi-
lidad de expresar distintas posiciones no requiere que
las etapas del procedimiento pierdan sus límites. Por el
contrario, reglas claras permiten que todas las posicio-
nes puedan ser escuchadas dentro de un marco cono-
cido por quienes participan en la discusión.

La propuesta parte de esa premisa. El objetivo no es
restringir el debate, sino establecer con mayor preci-
sión las reglas bajo las cuales debe desarrollarse.

Por ello, se propone modificar el artículo 83 para deli-
mitar las reservas de los autores de las iniciativas que
originan los dictámenes; adicionar el artículo 83 Bis
para reconocer y delimitar las reservas que pueden
presentar los integrantes de las comisiones; y modifi-
car el artículo 110 para precisar tanto el objeto de la in-
tervención del proponente como el momento a partir
del cual la reserva no podrá ser retirada.

Estas modificaciones forman parte de una misma lógi-
ca: que las reservas correspondan a los artículos que
efectivamente sean materia del dictamen, que su pre-
sentación tenga un propósito concreto y que, una vez
sustentadas ante el pleno, continúen el procedimiento
de discusión y votación que corresponda.

Con ello se busca brindar mayor certeza a las y los le-
gisladores, fortalecer el trabajo de las comisiones y or-
denar la discusión en lo particular ante el pleno, sin li-
mitar la facultad de presentar propuestas ni la
deliberación parlamentaria.

El Congreso necesita reglas que permitan discutir más
y no menos, pero también reglas que permitan saber
con claridad qué se está discutiendo. Una reserva debe
ser una herramienta para mejorar, modificar o cuestio-
nar una disposición concreta del dictamen, y no una

vía para incorporar al procedimiento asuntos que no
fueron materia de análisis.

Por las razones anteriormente expuestas, se considera
necesario actualizar el Reglamento de la Cámara de
Diputados para establecer límites claros respecto de la
presentación y discusión de reservas, preservando su
utilidad como instrumento de deliberación parlamen-
taria y garantizando que su ejercicio se mantenga vin-
culado con el contenido de los dictámenes sometidos a
consideración de las comisiones y del pleno.

Por lo expuesto, para mayor claridad presento en el si-
guiente cuadro comparativo la reforma propuesta:

Reglamento de la Cámara de Diputados

Por lo expuesto, me permito someter a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones del Reglamento de la Cámara de
Diputados, en materia de presentación y discusión
de reservas

Único. Se reforma el artículo 83 y se adiciona el 83
Bis, así como la fracción I Bis al artículo 110, del Re-
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glamento de la Cámara de Diputados, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 83.

1. Los autores de las iniciativas que originan el dicta-
men podrán presentar por escrito ante la comisión, una
reserva únicamente cuando consideren que la esen-
cia de su propuesta ha sido desvirtuada y exclusi-
vamente respecto de los artículos que sean materia
del dictamen, misma que se presentará antes del ini-
cio de su discusión.

Artículo 83 Bis. Los integrantes de la comisión po-
drán presentar por escrito, antes del inicio de la
discusión del dictamen, reservas para modificar ex-
clusivamente los artículos que sean materia del dic-
tamen.

Artículo 110. 1. Las reservas se discutirán de la si-
guiente forma:

I. El proponente hará uso de la palabra hasta por
cinco minutos, para exponer exclusivamente las ra-
zones que la sustenten;

I Bis. Una vez que el proponente haya hecho uso
de la palabra para presentar y sustentar su reser-
va, esta no podrá ser retirada y deberá someterse
a discusión y, en su caso, a votación del pleno;

II. El presidente formulará una lista de oradores a
favor y en contra, quienes podrán intervenir hasta
por cinco minutos cada uno;

III. a VI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas:

1 Procedimiento legislativo, https://www.diputados.gob.mx/bi-
bliot/publica/prosparl/iproce.htm

2 SIL Sistema de Información Legislativa, https://sil.goberna-
cion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=61

3 Reglamento de la Cámara de Diputados, https://www.diputa-
dos.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/Reg_Diputados.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de octubre de 2026.

Diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY OR-
GÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, EN
MATERIA DE LENGUAJE INCLUSIVO, A CARGO DE LA DIPU-
TADA LAURA IRAIS BALLESTEROS MANCILLA, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, Laura Iraís Ballesteros Mancilla, integran-
te del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta ante
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 21 de la ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, en materia de lengua-
je incluyente en la denominación de la persona titular
del Poder Ejecutivo federal.

Exposición de Motivos

La Organización de las Naciones Unidas, considera
que por “lenguaje inclusivo en cuanto al género” se
entiende la manera de expresarse oralmente y por es-
crito sin discriminar a un sexo, género social o identi-
dad de género en particular y sin perpetuar estereoti-
pos de género. Dado que el lenguaje es uno de los
factores clave que determinan las actitudes culturales
y sociales, emplear un lenguaje inclusivo en cuanto al
género es una forma sumamente importante de pro-
mover la igualdad de género y combatir los prejuicios
de género.1
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En la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos se reconoce el principio de igualdad y la no
discriminación, estableciendo que todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en la
propia Constitución y en los tratados internacionales
de los que el Estado Mexicano es parte.2

En congruencia con dichos principios constituciona-
les, el Estado Mexicano ha impulsado la adopción de
un lenguaje incluyente y no sexista en la elaboración
de las normas jurídicas, documentos oficiales y ac-
tualización de las instituciones públicas, con el pro-
pósito de garantizar la igualdad sustantiva entre
mujeres y hombres, donde se promueve una cultu-
ra de respeto a la diversidad.

En función de esta definición, la Secretaría General
Iberoamericana enumera que el uso del lenguaje in-
clusivo promueve la igualdad entre hombres y mujeres
al

1. Visibilizar a las mujeres.

2. Nombrar a las mujeres.

3. Equilibrar la presencia de ambos sexos en el ám-
bito público.

4. Generar un trato homogéneo.

5. Ofrecer oportunidades a todas las personas inde-
pendientemente de su sexo.3

El lenguaje es un instrumento de comunicación que
forma parte de un proceso social complejo y de cam-
bio constante, en el cual el lenguaje es un medio trans-
misor de ideas representativas del contexto social en el
cual son usadas. Es decir, las palabras se pueden ver
como una imagen de la realidad.4

Para los motivos de esta iniciativa, cabe mencionar el
uso del lenguaje como una herramienta de apoyo a sis-
temas de opresión como el sexismo y el androcentris-
mo:

El sexismo consiste en asignar roles y valores dife-
rentes a mujeres y hombres en función, exclusiva-
mente, del sexo, de forma que se establece una je-
rarquía en lo que se asigna a los hombres es
superior, referente, modélico, mientras que lo que

se les atribuye a las mujeres es inferior, subordina-
do y menor.5

El androcentrismo significa literalmente centrarse
en el varón, y supone la consideración, probable-
mente inconsciente, de que el varón es el patrón, el
modelo, la norma de todo comportamiento huma-
no.6

Similarmente, el lenguaje utilizado para preservar
estos medios de opresión se denomina como len-
guaje sexista:

Se conoce como lenguaje sexista aquella manera
de comunicar que presupone que toda persona es
del género masculino a no ser que se especifique lo
contrario y, en consecuencia, borra a las mujeres de
la lengua.7

Es fundamental señalar que este tipo de lenguaje no se
restringe a la discriminación de las mujeres, sino que
también afecta a las identidades no binarias y a otras ex-
presiones que desafían el modelo de género tradicional.

Al definir esta clase de lenguaje como discriminatorio,
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el Pro-
tocolo Para Juzgar con Perspectiva de Género, señala
el deber que tienen todas las autoridades de promover
y garantizar el derecho a la igualdad entre mujeres y
hombres, así como el de erradicar todas las formas de
discriminación motivada por el género, consagrados
en los artículos 4o. y 1o. de la Constitución federal,
respectivamente.8

La evolución histórica de la participación de las muje-
res en los cargos públicos de mayor responsabilidad
evidencia la necesidad de que el marco jurídico em-
plee denominaciones institucionales incluyentes, per-
manentes y acordes con los principios constitucionales
de igualdad y no discriminación.9 En ese sentido, la
elección de la primera mujer como titular del Poder
Ejecutivo federal constituye un hecho histórico rele-
vante, como cuando en 2023, se eligió a la primera
mujer Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación. Por ello, adecuar las denominaciones previs-
tas en la legislación no sólo actualiza el lenguaje nor-
mativo, sino que contribuye a visibilizar la igualdad
sustantiva y a eliminar fórmulas jurídicas que repro-
ducen una concepción exclusivamente masculina del
ejercicio del poder público.
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El lenguaje empleado en los ordenamientos jurídicos
cumple una función relevante, debido a que las leyes
no solamente establecen derechos, obligaciones, facul-
tades y procedimientos, sino que también deben refle-
jar de manera clara las instituciones y cargos públicos
que regulan.

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
establece las bases de organización de la Administra-
ción Pública Federal y regula diversas atribuciones re-
lacionadas con el Poder Ejecutivo federal.10

En particular, el artículo 21 establece las facultades de
la persona titular del Poder Ejecutivo Federal para
constituir comisiones intersecretariales, consultivas y
presidenciales, así como determinadas disposiciones
relacionadas con su integración y funcionamiento. Ac-
tualmente, dicho artículo utiliza de manera reiterada la
expresión “el presidente de la República”. Esta de-
nominación utiliza exclusivamente el género masculi-
no para referirse a quien ejerce la titularidad del Poder
Ejecutivo federal.11

La presente iniciativa propone sustituir la expresión
“el presidente de la República” por “la persona ti-
tular de la Presidencia de la República”, sin modifi-
car las facultades, obligaciones o competencias que
actualmente corresponden a la persona titular del Po-
der Ejecutivo federal.

La reforma propuesta tiene, por tanto, un carácter de
adecuación normativa y de precisión lingüística, sin
alterar el contenido sustantivo de las atribuciones pre-
vistas en la ley.

Por lo expuesto me permito someter a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se reforma el artículo 21 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral

Único. Se reforman los párrafos primero, segundo,
tercero y quinto, así como las fracciones IV y V del pá-
rrafo sexto del artículo 21 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, para quedar como sigue:
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Artículo 21. La persona titular de la Presidencia de
la República, para el mejor despacho de los asuntos a
su cargo, podrá constituir comisiones intersecretaria-
les, consultivas y presidenciales a través de decretos.

Las comisiones intersecretariales serán las creadas por
la persona titular de la Presidencia de la República
para el despacho de asuntos en que deban intervenir
varias Secretarías de Estado. Estarán integradas por
los secretarios de Estado o los funcionarios de la ad-
ministración pública federal. Las entidades de la ad-
ministración pública paraestatal podrán integrarse a
las comisiones intersecretariales, cuando se trate de
asuntos relacionados con su objeto.

Serán comisiones consultivas aquellas conformadas
por profesionales, especialistas o representantes de la
sociedad civil, de reconocida capacidad o experiencia,
designados por la persona titular de la Presidencia
de la República con la finalidad de resolver una con-
sulta determinada o emitir una opinión sobre algún te-
ma especificado en el objeto de su decreto de creación.
Estas comisiones podrán ser ubicadas dentro de la es-
tructura de una dependencia del Ejecutivo. Sus con-
clusiones no serán vinculantes.

…

Las comisiones podrán ser transitorias o permanentes
y serán presididas por quien determine la persona ti-
tular de la Presidencia de la República.

El decreto de creación de las comisiones descritas en
este artículo deberá contener al menos las siguientes
disposiciones:

I. a III. …

IV. Su ubicación dentro de la estructura de la admi-
nistración pública federal, precisando si dependen
directamente de la persona titular de la Presiden-
cia de la República o de alguna secretaría de Esta-
do;

V. El periodo de su existencia, que podrá ser pro-
longado por acuerdo la persona titular de la Pre-
sidencia de la República; y

VI. …

...

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas (sin fecha). Lenguaje in-
clusivo en cuanto al género. Naciones Unidas,
https://www.un.org/es/gender-inclusive-language

2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (1917, 5
de febrero). Diario Oficial de la Federación. Última reforma pu-
blicada el 2 de junio de 2026, CPEUM.pdf

3 Secretaría General Iberoamericana (2023). Orientaciones para el
uso de un lenguaje inclusivo con perspectiva de género en los or-
ganismos iberoamericanos (página 6), https://segib.org/wp-con-
tent/uploads/2023/08/Lenguaje_inclusivo_de_genero_OOIB.pdf

4 Ídem.

5 Ídem.

6 Ídem

7 Ídem.

8 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2020). Protocolo para
juzgar con perspectiva de género. SCJN,
h t t p s : / / w w w . s c j n . g o b . m x / d e r e c h o s -
humanos/sites/default/files/protocolos/archivos/2022-01/Protoco-
lo%20para%20juzgar%20con%20perspectiva%20de%20gene-
ro_2022.pdf

9 Previstos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión (2026). Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos [Texto vigente, últimas reformas publicadas en el DOF
el 2 de junio de 2026], https://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-
blio/pdf/CPEUM.pdf

10 Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (1976, 29
de diciembre). Diario Oficial de la Federación. Última reforma pu-
blicada el 7 de mayo de 2026, https://www.diputados.gob.mx/Le-
yesBiblio/pdf/LOAPF.pdf
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11 Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (1976, 29
de diciembre). Diario Oficial de la Federación. Última reforma pu-
blicada el 7 de mayo de 2026, https://www.diputados.gob.mx/Le-
yesBiblio/pdf/LOAPF.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de octubre de 2026.

Diputada Laura Iraís Ballesteros Mancilla (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 21 DE LA LEY ORGÁNICA DE
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, EN MATERIA DE
LENGUAJE INCLUYENTE EN LA DENOMINACIÓN DE LA PER-
SONA TITULAR DEL PODER EJECUTIVO FEDERAL, A CARGO
DE LA DIPUTADA LAURA IRAIS BALLESTEROS MANCILLA,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADA-
NO

La suscrita, Laura Iraís Ballesteros Mancilla, integran-
te del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta ante esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización de las Naciones Unidas, considera
que por “lenguaje inclusivo en cuanto al género” se
entiende la manera de expresarse oralmente y por es-
crito sin discriminar a un sexo, género social o identi-
dad de género en particular y sin perpetuar estereoti-
pos de género. Dado que el lenguaje es uno de los
factores clave que determinan las actitudes culturales
y sociales, emplear un lenguaje inclusivo en cuanto al

género es una forma sumamente importante de pro-
mover la igualdad de género y combatir los prejuicios
de género.1

En la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos se reconoce el principio de igualdad y la no
discriminación, estableciendo que todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en la
propia Constitución y en los tratados internacionales
de que el Estado mexicano es parte.2

El artículo 4o. constitucional reconoce expresamente
la igualdad entre mujeres y hombres ante la ley. Este
principio constituye una obligación para el Estado me-
xicano de procurar que las disposiciones jurídicas y las
actuaciones de sus instituciones se desarrollen bajo
condiciones de igualdad y sin reproducir prácticas que
generen exclusión o trato diferenciado injustificado.3

En congruencia con dichos principios constituciona-
les, el Estado Mexicano ha impulsado la adopción de
un lenguaje incluyente y no sexista en la elaboración
de las normas jurídicas, documentos oficiales y ac-
tualización de las instituciones públicas, con el pro-
pósito de garantizar la igualdad sustantiva entre
mujeres y hombres, donde se promueve una cultu-
ra de respeto de la diversidad.

En función de esta definición, la Secretaría de Gober-
nación enumera que el uso del lenguaje inclusivo pro-
mueve la igualdad entre hombres y mujeres al:

1. Visibilizar a las mujeres.

2. Nombrar a las mujeres.

3. Equilibrar la presencia de ambos sexos en el ám-
bito público.

4. Generar un trato homogéneo.

5. Ofrecer oportunidades a todas las personas inde-
pendientemente de su sexo.4

El lenguaje es un instrumento de comunicación que
forma parte de un proceso social complejo y de cam-
bio constante, en el cual el lenguaje es un medio trans-
misor de ideas representativas del contexto social en el
cual son usadas. Es decir, las palabras se pueden ver
como una imagen de la realidad.
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Para los motivos de esta iniciativa, cabe mencionar el
uso del lenguaje como una herramienta de apoyo a sis-
temas de opresión como el sexismo y el androcentrismo:

El sexismo consiste en asignar roles y valores diferen-
tes a mujeres y hombres en función, exclusivamente,
del sexo, de forma que se establece una jerarquía en lo
que lo que se asigna a los hombres es superior, refe-
rente, modélico, mientras que lo que se les atribuye a
las mujeres es inferior, subordinado y menor.5

El androcentrismo significa literalmente centrarse en
el varón, y supone la consideración, probablemente in-
consciente, de que el varón es el patrón, el modelo, la
norma de todo comportamiento humano.6

Similarmente, el lenguaje utilizado para preservar es-
tos medios de opresión se denomina lenguaje sexista:

Se conoce como lenguaje sexista la manera de comu-
nicar que presupone que toda persona es del género
masculino a no ser que se especifique lo contrario y, en
consecuencia, borra a las mujeres de la lengua.7

Al definir esta clase de lenguaje como discriminatorio,
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el Pro-
tocolo Para Juzgar con Perspectiva de Género, señala
el deber que tienen todas las autoridades de promover
y garantizar el derecho a la igualdad entre mujeres y
hombres, así como el de erradicar todas las formas de
discriminación motivada por el género, consagrados
en los artículos 4o. y 1o. de la Constitución federal,
respectivamente.8

La finalidad de esta modificación tiene por objetivo
fortalecer y actualizar el marco jurídico vigente me-
diante la adecuación de sus disposiciones instituciona-
les a fin de garantizar sus congruencia con los princi-
pios constitucionales y con las obligaciones del Estado
en materia de derecho humanos, no se pretende alterar
la naturaleza del Poder Ejecutivo, ni modificar las fa-
cultades, competencias, responsabilidades, procedi-
mientos o atribuciones que corresponden a quienes
ejercen su titularidad. La propuesta busca por el con-
trario que la legislación utilice una denominación que
identifique la función constitucional y no el género de
la persona que la desempeña.

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
constituye uno de los ordenamientos fundamentales

para la organización de la administración pública fe-
deral y el despacho de los asuntos administrativos que
corresponden al Poder Ejecutivo de la Unión. Por ello
resulta pertinente que su lenguaje se encuentre armo-
nizado con la evolución constitucional, legal y nacio-
nal en materia de igualdad y no discriminación.

En consecuencia en la que las instituciones son deno-
minadas dentro de las leyes que no constituye un ele-
mento ajeno al contenido normativo, sino una parte de
la forma en que el Estado comunica estructura jurídi-
camente sus funciones.

La Ley General para la Igualdad sustantiva entre Mu-
jeres y Hombres establece en el artículo 17, fracción
IX, la utilización de un lenguaje no sexista en el ám-
bito administrativo y su fomento en la totalidad de
las relaciones sociales,9 mientras que la fracción XII
dispone “promover que en las prácticas de comunica-
ción social de las dependencias de la administración
pública federal, así como en los medios masivos de
comunicación electrónicos e impresos, se eliminen
el uso de estereotipos sexistas y discriminatorios e
incorporen un lenguaje incluyente”.10 Por ello, el
artículo 41 establece que “será objetivo de la política
nacional la eliminación de los estereotipos de géne-
ro que fomentan la discriminación y las violencias
hacia las mujeres.11

La Convención sobre la Eliminación de Todos las For-
mas de Discriminación contra la Mujer, instrumento
internacional que constituye uno de los principales re-
ferentes en materia de igualdad y eliminación de la
discriminación contra la mujer.

En su artículo 5, inciso a), de la Convención establece
el compromiso de los Estados de adoptar medidas
apropiadas para modificar los patrones socioculturales
de conductas de hombres y mujeres que se encuentran
basados en funciones estereotipadas.12

La Convención Americana sobre los Derechos Huma-
nos establece en el artículo 1.1 la obligación de los Es-
tados de hacer respetar y garantizar los derechos reco-
nocidos en ella sin discriminación alguna.13

Asimismo, en el artículo 2 dispone que si el ejercicio
de los derechos y las libertades mencionados en el ar-
tículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones
legislativas o de otro carácter, los Estados parte se
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comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedi-
mientos constitucionales y a las disposiciones de es-
ta Convención, las medidas legislativas o de otro
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos
tales derechos y libertades.14

Por otra parte, en Canadá el Departamento de Justicia
ha desarrollado directrices específicas sobre lenguaje
inclusivo en la redacción legislativa; Dicha directrices
señalan que la legislación suele aplicarse a todos las
personas o de determinadas categorías sin distinción
basada en el sexo , identidad o expresión de género.15

En esta misma línea España también se ha desarrolla-
do medidas para incorporar el lenguaje inclusivo en
los instrumentos jurídicos e institucionales: Durante
2025 se publicó una reforma del Reglamento del
Congreso de los Diputados españoles orientadas a
adecuar su texto al lenguaje inclusivo de género,
particularmente en la disposiciones relacionadas
con la organización y funcionamiento de la institu-
ción parlamentaria.16

Asimismo, distintas disposiciones administrativas es-
pañolas han incorporado criterios dirigidos a promo-
ver un lenguaje no sexista en documentos y comuni-
caciones de las administraciones públicas.17

Estos antecedentes demuestran que la revisión del len-
guaje jurídico e institucional no constituye una prácti-
ca exclusiva del sistema mexicano, sino que forma
parte de procesos de actualización normativa desarro-
llados en distintos ordenamientos y países.

Por lo expuesto, la presente iniciativa propone refor-
mar los artículos 10, 11, 12, 13, 14, párrafo tercero, ar-
tículo 21 párrafos primero, segundo, tercero y quinto,
así como las fracciones IV Y V y el artículo 24 y 25 de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
con el propósito de armonizar su contenido con los
principios constitucionales de igualdad y no discrimi-
nación.

La sustitución de las referencias a “presidente de la
República” por “persona titular del Poder Ejecutivo
federal” constituye una adecuación de carácter termi-
nológico y de técnica legislativa que no altera las fa-
cultades, atribuciones, competencias y responsabilida-
des previstas en el orden jurídico. Su finalidad es
fortalecer la congruencia del marco normativo federal

y contribuir a una legislación más clara, actualizada e
incluyente.

Por lo expuesto me permito someter a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal

Único. Se reforman los artículos 10, 11, 12 y 13; el
párrafo tercero del artículo 14; y el artículo 24 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
para quedar como sigue:

Artículo 10. Las secretarías de Estado tendrán igual
rango y entre ellas no habrá, por tanto, preeminencia
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alguna. Sin perjuicio de lo anterior, por acuerdo de la
persona titular del Poder Ejecutivo federal, la Se-
cretaría de Gobernación coordinará las acciones de la
administración pública federal para cumplir sus acuer-
dos y órdenes.

Artículo 11. Los titulares de las Secretarías de Estado
ejercerán las funciones de su competencia por acuerdo
de la persona titular del Poder Ejecutivo federal.

Artículo 12. Cada secretaría de Estado formulará, res-
pecto de los asuntos de su competencia; los proyectos
de leyes, reglamentos, decretos, acuerdos, y órdenes
de la persona titular del Poder Ejecutivo federal.

Artículo 13. Los reglamentos, decretos y acuerdos ex-
pedidos por la persona titular del Poder Ejecutivo
federal deberán, para su validez y observancia consti-
tucionales, ir firmados por el secretario de Estado res-
pectivo y, cuando se refieran a asuntos de la compe-
tencia de dos o más Secretarías, deberán ser
refrendados por todos los titulares de las mismas.

…

Artículo 14. …

…

En los juicios de amparo, la persona titular del Po-
der Ejecutivo federal podrá ser representada por el
titular de la dependencia a que corresponde el asunto,
según la distribución de competencias. Los recursos
administrativos promovidos contra actos de los Secre-
tarios de Estado serán resueltos dentro del ámbito de
su Secretaría en los términos de los ordenamientos le-
gales aplicables.

Artículo 24. En casos extraordinarios o cuando exista
duda sobre la competencia de alguna Secretaría de Es-
tado para conocer de un asunto determinado, la perso-
na titular del Poder Ejecutivo federal resolverá, por
conducto de la Secretaría de Gobernación, a qué de-
pendencia corresponde el despacho de éste.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas (sin fecha). Lenguaje in-
clusivo en cuanto al género. Naciones Unidas,
https://www.un.org/es/gender-inclusive-language

2. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión (2026). Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, https://www.di-
putados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

3. Ídem.

4 Secretaría General Iberoamericana (2023). Orientaciones para el
uso de un lenguaje inclusivo con perspectiva de género en los or-
ganismos iberoamericanos (página 6), https://segib.org/wp-con-
tent/uploads/2023/08/Lenguaje_inclusivo_de_genero_OOIB.pdf3

Secretaría General Iberoamericana (2023). Orientaciones para el
uso de un lenguaje inclusivo con perspectiva de género en los or-
ganismos iberoamericanos (página 4). https://segib.org/wp-con-
tent/uploads/2023/08/Lenguaje_inclusivo_de_genero_OOIB.pdf

5 Ídem.

6 Ídem.

7 Ídem.

8 Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. (2026). Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, https://www.di-
putados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

9 Cámara de Diputados del Congreso de la Unión (2026). Ley Ge-
neral para la Igualdad Sustantiva entre Mujeres y Hombres (última
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de
enero de 2026). Secretaría General, Secretaría de Servicios Parla-
m e n t a r i o s ,
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGISMH.pdf

10 Ídem.

11 Ídem.

12 Naciones Unidas (1979). Convención sobre la Eliminación de To-
das las Formas de Discriminación contra la Mujer. Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos,
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/con-
vention-elimination-all-forms-discrimination-against-women

13 Organización de los Estados Americanos (1969). Convención
Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José),
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https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_america-
na_sobre_derechos_humanos.htm

14 Ídem.

15 Department of Justice Canada (sin fecha). Gender-inclusive
language. Government of Canada, https://justice.canada.ca/eng/rp-
pr/csj-sjc/legis-redact/legistics/p1p15.html

16 Cortes Generales (2025). Reforma del Reglamento del Congre-
so de los Diputados del 10 de febrero de 1982. Boletín Oficial del
Estado, número 183, de 31 de julio de 2025,
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2025-15844

17 Ídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 13 de octubre de 2026.

Diputada Laura Iraís Ballesteros Mancilla (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY DE ASISTEN-
CIA SOCIAL, EN MATERIA DE LENGUAJE INCLUSIVO, A
CARGO DE LA DIPUTADA LAURA IRAIS BALLESTEROS
MANCILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIEN-
TO CIUDADANO

La suscrita, Laura Iraís Ballesteros Mancilla, integran-
te del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta ante
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 36 de la Ley de Asistencia
Social, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización de las Naciones Unidas considera
que por “lenguaje inclusivo en cuanto al género” se

entiende la manera de expresarse oralmente y por es-
crito sin discriminar a un sexo, género social o identi-
dad de género en particular y sin perpetuar estereoti-
pos de género. Dado que el lenguaje es uno de los
factores clave que determinan las actitudes culturales
y sociales, emplear un lenguaje inclusivo en cuanto al
género es una forma sumamente importante de pro-
mover la igualdad de género y combatir los prejuicios
de género.1

En la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos se reconoce el principio de igualdad y la no
discriminación, estableciendo que todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en la
propia Constitución y en los tratados internacionales
de que el Estado mexicano es parte.

En congruencia con dichos principios constituciona-
les, el Estado mexicano ha impulsado la adopción de
un lenguaje incluyente y no sexista en la elaboración
de las normas jurídicas, documentos oficiales y ac-
tualización de las instituciones públicas, con el pro-
pósito de garantizar la igualdad sustantiva entre
mujeres y hombres, donde se promueve una cultu-
ra de respeto a la diversidad.

En función de esta definición, la Secretaría General
Iberoamericana enumera que el uso del lenguaje in-
clusivo promueve la igualdad entre hombres y mujeres
al:

1. Visibilizar a las mujeres.

2. Nombrar a las mujeres.

3. Equilibrar la presencia de ambos sexos en el ám-
bito público.

4. Generar un trato homogéneo.

5. Ofrecer oportunidades a todas las personas inde-
pendientemente de su sexo.2

El lenguaje es un instrumento de comunicación que
forma parte de un proceso social complejo y de cam-
bio constante, en el cual el lenguaje es un medio trans-
misor de ideas representativas del contexto social en el
cual son usadas. Es decir, las palabras se pueden ver
como una imagen de la realidad.
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Para los motivos de esta iniciativa, cabe mencionar el
uso del lenguaje como una herramienta de apoyo a sis-
temas de opresión como el sexismo y el androcentris-
mo:

El sexismo consiste en asignar roles y valores diferen-
tes a mujeres y hombres en función, exclusivamente,
del sexo, de forma que se establece una jerarquía en lo
que lo que se asigna a los hombres es superior, refe-
rente, modélico, mientras que lo que se les atribuye a
las mujeres es inferior, subordinado y menor.2

El androcentrismo significa literalmente centrarse en
el varón, y supone la consideración, probablemente in-
consciente, de que el varón es el patrón, el modelo, la
norma de todo comportamiento humano.3

Similarmente, el lenguaje utilizado para preservar es-
tos medios de opresión se denomina lenguaje sexista:

Se conoce como lenguaje sexista aquella manera de
comunicar que presupone que toda persona es del gé-
nero masculino a no ser que se especifique lo contra-
rio y, en consecuencia, borra a las mujeres de la len-
gua.4

Es fundamental señalar que este tipo de lenguaje no se
restringe a la discriminación de las mujeres, sino que
también afecta a las identidades no binarias y a otras
expresiones que desafían el modelo de género tradi-
cional.

Al definir esta clase de lenguaje como discriminatorio,
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el Pro-
tocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, señala
el deber que tienen todas las autoridades de promover
y garantizar el derecho a la igualdad entre mujeres y
hombres, así como el de erradicar todas las formas de
discriminación motivada por el género, consagrados
en el artículo 4o. y 1o. de la Constitución federal, res-
pectivamente.5 4

La necesidad de esta clase de reformas al lenguaje pa-
ra luchar en contra de sistemas de opresión como lo
son el sexismo o el androcentrismo, mismas prácticas
dañinas que no sólo limitan a las mujeres sino también
a grupos históricamente discriminados.

La evolución histórica de la participación de las muje-
res en los cargos públicos de mayor responsabilidad

evidencia la necesidad de que el marco jurídico em-
plee denominaciones institucionales incluyentes, per-
manentes y acordes con los principios constitucionales
de igualdad y no discriminación.6 En ese sentido, la
elección de la primera mujer como titular del Poder
Ejecutivo Federal constituye un hecho histórico rele-
vante, como cuando en 2023, se eligió a la primera
mujer presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación. Por ello, adecuar las denominaciones previs-
tas en la legislación no sólo actualiza el lenguaje nor-
mativo, sino que contribuye a visibilizar la igualdad
sustantiva y a eliminar fórmulas jurídicas que repro-
ducen una concepción exclusivamente masculina del
ejercicio del poder público.

Sin embargo la Ley de Asistencia Social aún contiene
referencias a la figura “presidente la República” en di-
versos preceptos se utiliza como denominación mas-
culina específicamente para referirse a una titularidad
del Poder Ejecutivo federal, si bien dicha denomina-
ción ha sido utilizada tradicionalmente en el marco ju-
rídico mexicano actualmente resulta pertinente susti-
tuirla por una expresión institucional que incluya a
cualquier persona que ejerza el cargo independiente-
mente de su género.

Asimismo, la reforma contribuye a fortalecer la técni-
ca legislativa y la claridad normativa, empleando una
denominación institucional que identifica con preci-
sión el órgano constitucional correspondiente y evita
referencias vinculadas a un género determinado. Por
lo anterior se considera necesario reformar el artículo
36 de la Ley de Asistencia Social, afecto de adecuar su
redacción conforme a criterios de lenguaje incluyente
garantizando que el texto legal represente de manera
adecuada a todas las personas que puedan ejercer la ti-
tularidad del Poder Ejecutivo federal.

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de:
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Decreto por el que se reforma el artículo 36 de la
Ley de Asistencia Social

Único. Se reforma el primero y segundo párrafos del
artículo 36 de la Ley de Asistencia Social, para quedar
de la siguiente manera:

Artículo 36. La persona titular de la Dirección Ge-
neral deberá tener la ciudadanía mexicana, ser ma-
yor de treinta años de edad y contar con experiencia en
materia administrativa y de asistencia social.

La persona titular de la Presidencia de la República
designará y removerá libremente a la persona titular
de la Dirección General.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Dentro de un plazo no mayor de 180 días
naturales, contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, las autoridades competentes debe-
rán realizar las adecuaciones normativas y adminis-
trativas necesarias para armonizar la regulación apli-
cable con las disposiciones previstas en el presente
decreto.

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas (sin fecha). Lenguaje in-
clusivo en cuanto al género. Naciones Unidas.
https://www.un.org/es/gender-inclusive-language

2 Secretaría General Iberoamericana. (2023). Orientaciones para
el uso de un lenguaje inclusivo con perspectiva de género en los
organismos iberoamericanos (página 6), https://segib.org/wp-con-
tent/uploads/2023/08/Lenguaje_inclusivo_de_genero_OOIB.pdf
*****[3]***** Secretaría General Iberoamericana. (2023). Orien-
taciones para el uso de un lenguaje inclusivo con perspectiva de
género en los organismos iberoamericanos (página 4), https://se-
gib.org/wp-content/uploads/2023/08/Lenguaje_inclusivo_de_ge-
nero_OOIB.pdf

3 Ídem.

4 Ídem.

5 Secretaría General Iberoamericana (2023). Orientaciones para
el uso de un lenguaje inclusivo con perspectiva de género en los
organismos iberoamericanos (página 4), https://segib.org/wp-con-
tent/uploads/2023/08/Lenguaje_inclusivo_de_genero_OOIB.pdf
*****[4]***** Suprema Corte de Justicia de la Nación (2020).
Protocolo para juzgar con perspectiva de género. SCJN,
* * * * * [ h t t p s : / / w w w . s c j n . g o b . m x / d e r e c h o s -
humanos/sites/default/files/protocolos/archivos/2022-01/Protoco-
lo%20para%20juzgar%20con%20perspectiva%20de%20gene-
ro_2022.pdf]*****

6 Previstos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión (2026). Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos [texto vigente, últimas reformas publicadas en el DOF
el 2 de junio de 2026], https://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-
blio/pdf/CPEUM.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de octubre de 2026.

Diputada Laura Iraís Ballesteros Mancilla (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 123 DE LA
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, EN MATERIA DE LICENCIA DE PATERNIDAD, A
CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA DE FÁTIMA GARCÍA LE-
ÓN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIU-
DADANO

La que suscribe, María de Fátima García León, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano en la LXVI Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía iniciativa con proyec-
to de decreto por el que reforma el inciso a) y se adi-
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ciona un inciso g), fracción XI, Apartado B, al artícu-
lo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia de licencia de paternidad,
conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

En las últimas décadas, derivado de los cambios so-
cioculturales y socioeconómicos en el mundo, se ha
propiciado la inserción cada vez mayor de las mujeres
en el mercado laboral. Poer lo cual las responsabilida-
des familiares y el cuidado de los hijos, que cultural-
mente han sido asignados a la madre, se han extendi-
do hacia los hombres. Estos asumen el cuidado de los
hijos, en algunos casos incluso de tiempo completo, lo
que rompe con los estereotipos arraigados acerca de
las funciones que usualmente han cumplido los hom-
bres en el hogar.

La licencia de paternidad se ha posicionado en las úl-
timas décadas como una política pública innovadora,
progresista y que refleja los cambios más profundos y
trascendentales en la sociedad; pues se relaciona con
la corresponsabilidad familiar y la igualdad de género.
Si bien, el concepto de la paternidad fue asociado por
muchos años a términos como proveedor, autoridad,
trabajador o patriarca; la figura actual de un padre ha
evolucionado y es muy distinta, pues ya no solamente
es la persona que sale al espacio público para buscar el
sustento económico de un hogar, sino que ahora es un
sujeto activo en la crianza de las hijas e hijos.

La Constitución Política Mexicana es precursora en el
reconocimiento de los derechos humanos, en especial
al reconocer la igualdad del hombre y la mujer ante la
ley; sumado a que reconoce el desarrollo de la familia
y su protección.1 Sin embargo, pese a que la Constitu-
ción garantiza y reconoce la igualdad de derechos en-
tre hombres y mujeres, la situación es diferente res-
pecto al tema de las licencias de maternidad y
paternidad.

La licencia de maternidad es un derecho fundamental
para las mujeres que desempeñan labores remunera-
das, permitiéndoles ausentarse temporalmente de su
entorno laboral antes y después del parto. Su objetivo
es brindar a la madre el tiempo necesario para recupe-
rarse física y emocionalmente tras el proceso de gesta-
ción y parto, así como forjar un vínculo sano con el re-
cién nacido.2

Mientras que la licencia de paternidad es un permiso
remunerado que se concede a los padres trabajadores
para ausentarse temporalmente de sus labores después
del nacimiento o adopción de un hijo. Su propósito
principal es permitir que los padres dediquen tiempo y
atención a las necesidades del recién nacido y apoyen
a la madre durante las primeras etapas de la crianza.3

A partir de 2012, la Ley Federal del Trabajo menciona
en el artículo 132, el cual habla sobre las obligaciones
de los patrones, que se debe otorgar permiso de pater-
nidad de cinco días laborables con goce de sueldo, a
los hombres trabajadores, por el nacimiento de sus hi-
jos y de igual manera en el caso de la adopción de un
infante.4 Derivado de lo anterior, se observa que no se
contempla un seguro de paternidad especifico en el
sistema de protección social. De tal forma que se vul-
nera los derechos de los padres y las madres, además
de que afecta el desarrollo de los recién nacidos al no
poder desarrollar vínculos con ambos padres.

Por su parte, en la normativa internacional se encuen-
tra el Convenio 156 de la Organización Internacional
del Trabajo, sobre los trabajadores con responsabilida-
des familiares; dicho convenio estipula la necesidad de
que por medio de sus políticas nacionales cada país
miembro deba posibilitar a los trabajadores y trabaja-
doras la forma en la cual estos puedan mediar entre su
vida laboral y familiar5 .

Mientras que la Convención sobre la Eliminación de
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer
(CEDAW) aborda el cuidado en los artículos 5o. y 11,
donde define la corresponsabilidad entre hombres y
mujeres sobre la educación y el desarrollo de hijos e
hijas; además del artículo 16 que determina que los
Estados parte deben adoptar todas las medidas ade-
cuadas para asegurar los mismos derechos y responsa-
bilidades de los progenitores en relación con los hi-
jos.6

Además, la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos (OCDE) refiere el periodo de
permiso de paternidad en ocho semanas y en el Infor-
me Estudios Económicos de la OCDE México, el or-
ganismo menciona la insuficiencia de los cinco días de
permiso de paternidad en el país; por lo cual exhorto al
gobierno mexicano a realizar la ampliación de éste en
beneficio de los derechos de los padres.7
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Finalmente, los Objetivos de Desarrollo Sostenible
(ODS) como parte de la Agenda 2030, establecen el
Objetivo 5: Lograr la igualdad entro los géneros y
empoderar a todas las mujeres y las niñas como un
derecho humano fundamental para construir un
mundo pacifico, próspero y sostenible. En dicho ob-
jetivo se propone la meta 5.4 Reconocer y valorar los
cuidados y el trabajo doméstico no remunerados
mediante servicios públicos, infraestructuras y po-
líticas de protección social, y promoviendo la res-
ponsabilidad compartida en el hogar y la familia,
según proceda en cada país.8

Se evidencia en el tema del permiso de maternidad y
el de paternidad las brechas de género, pues a las mu-
jeres se les adjudica la carga de las labores domésticas
y los hombres se encuentran en una posición menos
favorable para ejercer su paternidad al contrastar los
ochenta y cuatro días de licencia frente a los cinco dí-
as de permiso.

Para erradicar las brechas de desigualdad social y la-
boral se deben establecer políticas públicas que fo-
menten la igualdad entre mujeres y hombres. De
acuerdo con ello, para lograr estos objetivos se ha ve-
nido favoreciendo la implementación de licencias de
paternidad y permisos parentales, lo que permite avan-
zar hacia la igualdad y superar el antiguo modelo so-
ciocultural que establecía las funciones de cuidado a la
madre y las de proveedor al padre.

La licencia de paternidad tiene antecedentes en Suecia
durante 1974, pues fue el primer país en declarar dicha
licencia como un derecho nacional. Posteriormente
Finlandia, Noruega, Dinamarca, Islandia, Francia y
España adoptaron la misma política. Otro antecedente
es la Recomendación No. 165 del 23 de junio de 1981
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) so-
bre los trabajadores con responsabilidades familiares.
El objetivo de la Conferencia realizada en dicho mo-
mento era de garantizar la igualdad de oportunidades
entre trabajadores y trabajadoras; es así como surgió la
propuesta de mejorar las condiciones laborales al to-
mar las medidas necesarias que les permitieran conci-
liar la vida laboral con su vida familiar.9

Asimismo, hay la resolución relativa a la igualdad de
género como eje del trabajo decente del 3 de junio de
2009, en donde se convoca a los países a establecer
políticas públicas que fomenten el equilibrio entre las

responsabilidades laborales y familiares a través de
la licencia de paternidad o parental, creando incenti-
vos para que los trabajadores puedan hacer uso de és-
tas.10

La licencia de paternidad ha ido evolucionando y ya
existe en distintas partes del mundo, entre las cuales se
pueden destacar los siguientes países para comparar
con el caso mexicano:

Fuente: Elaboración propia con base en García Jiménez, S.; Bor-
da Valderrama, J.; Suárez Torres, Y. A.; y López Pulido, C. D.
(2026)11
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La licencia de paternidad ha aumentado en los países,
pero también en la cantidad de días que se otorgan pa-
ra que los padres puedan permanecer con sus parejas e
hijos. Asimismo, se ha convertido en un instrumento
idóneo para promover las responsabilidades familiares
y la igualdad entre hombres y mujeres.

Para el caso en particular de México, Aragón Sánchez
evidencia que el problema central es que “periodo de
licencia de tan solo cinco días ha propiciado que se si-
gan perpetuando estereotipos y roles de género, pues
históricamente, el otorgarle un periodo de tiempo tan
corto a los hombres, solo ha generado que se refuerce
la idea sostenida en que la responsabilidad del cuida-
do de los hijos recae solo en la mujer, limitando el pa-
pel del varón al de proveedor económico dentro de la
dinámica familiar”.12

La actual estructura económica y social permite que se
mantenga a las mujeres como las principales cuidado-
ras y responsables de las labores domésticas, mientras
que los hombres se presentan como los proveedores
que son ausentes de las responsabilidades familiares.
Si bien las licencias de paternidad y maternidad han
logrado concientizar sobre la necesidad del reparto
igualitario de las labores en los hogares y de la impor-
tancia de fortalecer los vínculos afectivos; aún son in-
eficientes las condiciones en las que se presentaban di-
chas licencias.

Se requiere cambiar el paradigma de que el hombre
solamente “ayuda” a la mujer en el cuidado de los hi-
jos, para comprender que se participa activamente en
la responsabilidad de paternar y crear vínculos afecti-
vos sólidos. De tal modo que no debe entenderse la li-
cencia de paternidad como un periodo de “descanso”
para los padres, sino como un periodo para generar há-
bitos de crianza, cuidado y contribución en las tareas
del hogar. En especial cuando la madre se encuentra en
un estado de vulnerabilidad física, emocional y psico-
lógica en la cual necesita de atenciones especiales en
su recuperación, para lo cual la presencia del padre es
importante para su cuidado.

Referente a la igualdad, el acceso a oportunidades y la
división sexual del trabajo, el Plan Nacional de Des-
arrollo 2025-203013 (PND) menciona que “la discri-
minación en el acceso al empleo y la persistente divi-
sión sexual del trabajo continúan excluyendo a
millones de mujeres del mercado laboral. Seis millo-

nes de mujeres mexicanas mayores de 15 años están
disponibles para incorporarse a una actividad produc-
tiva, pero la mayoría no lo hace debido a estereotipos
de género que siguen asignando el trabajo de cuidados
y las labores domésticas exclusivamente a ellas. Para
garantizar la autonomía económica de las mujeres es
fundamental continuar con políticas de empleo y pro-
tección social que favorezcan la inclusión laboral fe-
menina, promuevan la equidad salarial y reduzcan las
desigualdades en el acceso a oportunidades producti-
vas”.

Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
en la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Re-
laciones en los Hogares de 2021, la crianza y el cuida-
do del hogar es una tarea desempeñada en su mayoría
por mujeres siendo 60 por ciento, mientras que tan so-
lo el 2 por ciento de los hombres lo realizan y el 37 por
ciento es compartida entre ambas partes14. Lo anterior
evidencia que a las mujeres se les adjudica la mayor
carga en la responsabilidad del cuidado y la crianza en
el hogar, posicionándolas en una situación de discri-
minación, prejuicio y estigma.

Asimismo, el PND contempla en el Eje Transversal 1:
Igualdad sustantiva y derechos de las mujeres, como
prioridades del actual gobierno el reconocimiento y re-
distribución del trabajo doméstico y de cuidados es
fundamental para transformar las condiciones estruc-
turales que limitan la participación de las mujeres en la
economía.

Es claro el interés del gobierno mexicano por estable-
cer políticas públicas y reformas que beneficien a las
mujeres y a los hombres, al eliminar las brechas de
desigualdad en el ámbito laboral para fortalecer a la
sociedad; entendiendo que para construir una sociedad
de cuidados que reconozca, distribuya y reduzca el tra-
bajo doméstico y de cuidados no remunerado para lo-
grar la igualdad sustantiva; requiere de la promoción
de la corresponsabilidad entre las familias, el Estado,
la comunidad y el sector privado.

Finalmente, Aragón Sánchez menciona:

Es urgente construir un permiso de paternidad justo
para los hombres, lo que representa una política públi-
ca idónea para transformar y eliminar los viejos para-
digmas, crear nuevas dinámicas en los hogares entre
hombres y mujeres, fortalecer el proceso de cuidado-
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atención-crianza de los padres, fomentar la participa-
ción de las mujeres en el mercado laboral sin discri-
minación y generar que se visibilice y repliquen bue-
nas prácticas dentro de los núcleos familiares en
relación a la corresponsabilidad de los cuidados en el
hogar y el trabajo no remunerado. La idea de un per-
miso de paternidad más equitativo que contribuya al
desarrollo de nuestra sociedad no es irreal, se apega a
las necesidades que el contexto mexicano exige.15

Para lo expuesto y a modo de dar claridad a la pro-
puesta, se presenta el siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto someto a consideración de esta sobe-
ranía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el inciso a) y se adi-
ciona un inciso g), fracción XI, Apartado B, al artí-
culo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de licencia de pater-
nidad

Único. Se reforma el inciso a) y se adiciona el inciso
g), fracción XI, Apartado B, al artículo 123 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 123. …

…

…

A. …

B. …

I. a X. …

XI. La seguridad social se organizará conforme a
las siguientes bases mínimas:

a) Cubrirá los accidentes y enfermedades profe-
sionales; las enfermedades no profesionales,
maternidad y paternidad; y la jubilación, la in-
validez, vejez y muerte.

b) a f) …

g) Los padres trabajadores disfrutarán de
diez días laborales antes de la fecha del parto
de su pareja, y de treinta días laborales des-
pués del mismo. En caso de complicaciones
médicas derivadas del parto, que los hijos ha-
yan nacido con cualquier tipo de discapaci-
dad o requieran atención médica hospitala-
ria, la licencia podrá ser de hasta ochenta
días laborales posteriores al parto, previa
presentación del certificado médico corres-
pondiente. En caso de adopción, los padres
tendrán derecho a cuarenta días laborales de
licencia, con previa presentación de la docu-
mentación correspondiente.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente
decreto, el Congreso de la Unión contará con un plazo
máximo de ciento ochenta días para armonizar las Le-
yes Federal de Trabajo; Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del
Artículo 123 Constitucional; y del Seguro Social, de
conformidad a lo establecido por el presente decreto.

Notas

1 Cámara de Diputados (2026). Constitución Política de los Esta-
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de octubre de 2026.

Diputada María de Fátima García León (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LAS LEYES FEDERAL DE TRABAJO; FEDERAL DE LOS
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, REGLAMEN-
TARIA DEL APARTADO B) DEL ARTÍCULO 123 CONSTITU-
CIONAL; Y DEL SEGURO SOCIAL, EN MATERIA DE AMPLIA-
CIÓN DE LA LICENCIA DE PATERNIDAD, A CARGO DE LA
DIPUTADA MARÍA DE FÁTIMA GARCÍA LEÓN, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La que suscribe, María de Fátima García León, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano en la LXVI Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de las Leyes Federal de Trabajo;
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Re-
glamentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitu-
cional; y del Seguro Social, en materia de ampliación
de la licencia de paternidad, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

Desde finales del siglo XX hasta hoy, la sociedad se
encuentra en un proceso de cambios acelerados, en
donde los acontecimientos globales afectan a todas las
regiones y sociedades alrededor del mundo; partiendo
de esta primera idea, con mayor rapidez y progresivi-
dad se ha reconocido el papel de las mujeres en la vi-
da social, económica y política. No obstante, el tema
del cuidado y la responsabilidad familiar, pone en dis-
cusión la posición de las mujeres y su igualdad frente
a la vida familiar y laboral, pues ha significado una do-
ble carga de trabajo para las mujeres, quienes se ven
obligadas a dividir su tiempo entre la vida laboral y las
tareas domésticas y de cuidado de las hijas e hijos.

La Constitución Política Mexicana es precursora en el
reconocimiento de los derechos humanos, en especial
al reconocer la igualdad del hombre y la mujer ante la
ley; sumado a que reconoce el desarrollo de la familia
y su protección.1 Sin embargo, pese a que la Constitu-
ción garantiza y reconoce la igualdad de derechos en-
tre hombres y mujeres, la situación es diferente res-
pecto al tema de las licencias de maternidad y
paternidad.

La licencia de maternidad es un derecho fundamental
para las mujeres que desempeñan labores remunera-
das, permitiéndoles ausentarse temporalmente de su
entorno laboral antes y después del parto. Su objetivo
es brindar a la madre el tiempo necesario para recupe-
rarse física y emocionalmente tras el proceso de gesta-
ción y parto, así como forjar un vínculo sano con el re-
cién nacido.2

Mientras que la licencia de paternidad es un permiso
remunerado que se concede a los padres trabajadores
para ausentarse temporalmente de sus labores después
del nacimiento o adopción de un hijo. Su propósito
principal es permitir que los padres dediquen tiempo y
atención a las necesidades del recién nacido y apoyen
a la madre durante las primeras etapas de la crianza.3

A partir del 2012, la Ley Federal del Trabajo mencio-
na en el artículo 132; el cual habla sobre las obliga-
ciones de los patrones, que se debe otorgar permiso de
paternidad de cinco días laborables con goce de suel-
do, a los hombres trabajadores, por el nacimiento de
sus hijos y de igual manera en el caso de la adopción
de un infante.4 Derivado de lo anterior, se observa que
no se contempla un seguro de paternidad especifico en
el sistema de protección social. De tal forma que se
vulnera los derechos de los padres y las madres, ade-
más de que afecta el desarrollo de los recién nacidos al
no poder desarrollar vínculos con ambos padres.

Lo anterior, a su vez, perpetua las condiciones de des-
igualdad entre hombres y mujeres; Se evidencia en el
tema del permiso de maternidad y el de paternidad las
brechas de género, pues a las mujeres se les adjudica
la carga de las labores domésticas y los hombres se en-
cuentran en una posición menos favorable para ejercer
su paternidad al contrastar los ochenta y cuatro días de
licencia frente a los cinco días de permiso.

Al respecto, Matías Sánchez; y otros,5 menciona lo si-
guiente:

Los cinco días otorgados al padre-trabajador y
reconocidos por el Estado mexicano distan de las
propuestas por balancear el trabajo de cuidado
entre mujeres y hombres. También, para algunos
autores, transgrede el “derecho de igualdad ante
la ley en el ejercicio de sus derechos parentales”,
ya que las mujeres reciben 84 días. En tanto es
un periodo que permite una atención mínima al
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infante o a la madre en su periodo de posparto.
De hecho, evidencia la resistencia al cambio de la
norma hegemónica de género que existe en Mé-
xico: hombre proveedor y mujer reproductora.

Evidentemente, los hombres no requieren de un perio-
do de reposo como el de las mujeres ya que ellas de-
ben tener un mayor tiempo de recuperación derivado
de los cambios físicos, emocionales, biológicos y quí-
micos posteriores al embarazo. Pero lo que los padres
necesitan son días para ser la persona a cargo del cui-
dado de las madres, así como disfrutar y ejercer su pa-
ternidad.

Uno de los problemas centrales que evidencia Aragón
Sánchez es que el “periodo de licencia de tan solo cin-
co días ha propiciado que se sigan perpetuando estere-
otipos y roles de género, pues históricamente, el otor-
garle un periodo de tiempo tan corto a los hombres,
solo ha generado que se refuerce la idea sostenida en
que la responsabilidad del cuidado de los hijos recae
solo en la mujer, limitando el papel del varón al de
proveedor económico dentro de la dinámica fami-
liar”.6 La actual estructura económica y social permite
que se mantenga a las mujeres como las principales
cuidadoras y responsables de las labores domésticas,
mientras que los hombres se presentan como los pro-
veedores que son ausentes de las responsabilidades fa-
miliares. Si bien las licencias de paternidad y materni-
dad han logrado concientizar sobre la necesidad del
reparto igualitario de las labores en los hogares y de la
importancia de fortalecer los vínculos afectivos; aún
son ineficientes las condiciones en las que se presen-
taban dichas licencias.

Al otorgar mayor tiempo de licencia de paternidad a los
hombres, se permite que en su núcleo familiar se cons-
truya la corresponsabilidad en el cuidado de las hijas e
hijos desde su nacimiento o adopción, además de forta-
lecer el vínculo entre pareja. Es requerido cambiar el pa-
radigma de que el hombre solamente “ayuda” a la mujer
en el cuidado de los hijos, para comprender que se parti-
cipa activamente en la responsabilidad de paternar y cre-
ar vínculos afectivos sólidos. De tal modo que no es un
periodo de “descanso” sino de generar hábitos de crian-
za, cuidado y contribución en las tareas del hogar.

Como menciona el Plan Nacional de Desarrollo 2025-
20307 (PND) respecto a la división sexual del trabajo
y el acceso a oportunidades, se destaca lo siguiente:

La discriminación en el acceso al empleo y la
persistente división sexual del trabajo continúan
excluyendo a millones de mujeres del mercado
laboral. Seis millones de mujeres mexicanas ma-
yores de 15 años están disponibles para incorpo-
rarse a una actividad productiva, pero la mayo-
ría no lo hace debido a estereotipos de género
que siguen asignando el trabajo de cuidados y
las labores domésticas exclusivamente a ellas.
Para garantizar la autonomía económica de las
mujeres es fundamental continuar con políticas
de empleo y protección social que favorezcan la
inclusión laboral femenina, promuevan la equi-
dad salarial y reduzcan las desigualdades en el
acceso a oportunidades productivas.

Además, el PND afirma que para construir una socie-
dad de cuidados que reconozca, distribuya y reduzca el
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado para
lograr la igualdad sustantiva; se requiere la promoción
de la corresponsabilidad entre las familias, el Estado,
la comunidad y el sector privado.

Como menciona García González y Alvizo Carranza,8
“la corresponsabilidad implica una transformación de
los roles que los padres juegan en la familia, el padre
como proveedor y la madre como cuidadora, para dar
paso al equilibrio en el que ambos son responsables de
cuidar y proveer, lo que implica que los padres se in-
volucren en el desarrollo de los hijos, desde cuidarlos,
alimentarlos, llevarlos a la escuela, acudir a las reu-
niones de padres de familia, entre otras muchas activi-
dades que han recaído en la mujer, lo que ha limitado
su desarrollo y la posibilidad de conciliar trabajo y fa-
milia”. Aquí es donde entra el marco legal y el Estado,
que debe cambiar las normas y leyes que otorgan per-
misos y licencias solo a las madres, reafirmando la
idea de que ellas son las únicas responsables del cui-
dado y crianza de los hijos.

Aragón Sánchez afirma que “México ha combatido ar-
duamente la eliminación de estigmas y estereotipos de
género y la adopción del permiso de paternidad remu-
nerado contribuiría a esto, pues permitirles a los varo-
nes resignificar su paternidad a través del cuidado de
sus hijos durante un periodo más largo, inevitable-
mente trae como consecuencia un cambio en la diná-
mica de los roles de género, así como en las relaciones
de poder entre mujeres y hombres en el hogar y en el
ámbito laboral”.9
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Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi) en la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de
las Relaciones en los Hogares (Endireh) de 2021, la
crianza y el cuidado del hogar es una tarea desempe-
ñada en su mayoría por mujeres siendo 60 por ciento,
mientras que sólo 2 por ciento de los hombres lo rea-
lizan y 37 por ciento es compartida entre ambas par-
tes.10 Lo anterior evidencia que a las mujeres se les ad-
judica la mayor carga en la responsabilidad del
cuidado y la crianza en el hogar, posicionándolas en
una situación de discriminación, prejuicio y estigma.

En la normativa internacional podemos encontrar el
Convenio 156 de la Organización Internacional del
Trabajo, sobre los trabajadores con responsabilidades
familiares; dicho convenio estipula la necesidad de
que por medio de sus políticas nacionales cada país
miembro deba posibilitar a los trabajadores y trabaja-
doras la forma en la cual estos puedan mediar entre su
vida laboral y familiar.11

En el caso de la Convención sobre los Derechos del
Niño, el artículo 18 indica la responsabilidad de padres
y madres en la crianza de las niñas y niños.12 Por su
parte, la Convención sobre la Eliminación de todas las
formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
aborda el cuidado en los artículos 5o. y 11 en donde
define la corresponsabilidad entre hombres y mujeres
sobre la educación y el desarrollo de hijos e hijas; ade-
más del artículo 16 que determina que los Estados par-
te deben adoptar todas las medidas adecuadas para
asegurar los mismos derechos y responsabilidades de
los progenitores en relación con los hijos.13

En 2007, el gobierno mexicano participo en la décima
Conferencia regional sobre la mujer de América Lati-
na y el Caribe de la Cepal, en Ecuador. Como consen-
so de la reunión, entre otros puntos, fue el fomentar la
responsabilidad compartida de mujeres y hombres en
el ámbito familiar.14

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos (OCDE) refiere el periodo de permiso de
paternidad en ocho semanas y en el Informe Estudios
Económicos de la OCDE México, el organismo men-
ciona la insuficiencia de los cinco días de permiso de
paternidad en el país, por lo cual exhortó al gobierno
mexicano a realizar la ampliación de éste en beneficio
de los derechos de los padres.15

A su vez, los Objetivos de Desarrollo Sostenible
(ODS) como parte de la Agenda 2030, se estableció el
Objetivo 5: Lograra la igualdad entro los géneros y
empoderar a todas las mujeres y las niñas como un de-
recho humano fundamental para construir un mundo
pacifico, próspero y sostenible. Dentro de dicho obje-
tivo, se propone la meta 5.4 Reconocer y valorar los
cuidados y el trabajo doméstico no remunerados me-
diante servicios públicos, infraestructuras y políticas
de protección social, y promoviendo la responsabili-
dad compartida en el hogar y la familia, según proce-
da en cada país.16

En el artículo 17 de la Ley General para la Igualdad
Sustantiva entre Mujeres y Hombres se considera que
la política nacional en materia de igualdad debe esta-
blecer acciones encaminadas a lograr la igualdad sus-
tantiva en el ámbito familiar, de cuidados, económico,
político, de salud, social, laboral y cultural, entre
otros.17

Mientras que, en el PND en el Eje Transversal 1:
Igualdad sustantiva y derechos de las mujeres, se men-
ciona como prioridades del actual gobierno el recono-
cimiento y redistribución del trabajo doméstico y de
cuidados es fundamental para transformar las condi-
ciones estructurales que limitan la participación de las
mujeres en la economía. Derivado de ello, se encon-
traron las siguientes estrategias:

• Estrategia T1.2.1 Fortalecer el marco institucional
de los trabajos domésticos y de cuidados para ga-
rantizar su reconocimiento, dignificación y redistri-
bución, promoviendo modelos de corresponsabili-
dad entre el Estado, las familias, la comunidad y el
sector privado.

• Estrategia T1.2.5 Fomentar la participación del
Estado, la sociedad civil y el sector privado en la
transformación de normas y prácticas sociocultura-
les para garantizar la remuneración y redistribución
equitativa y corresponsable de los trabajos de cui-
dados y del hogar.

• Estrategia T1.2.6 Fomentar condiciones laborales
flexibles y equitativas que permitan la conciliación
entre el trabajo y las responsabilidades de cuidado,
garantizando derechos laborales y promoviendo la
corresponsabilidad.
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Según la Organización Internacional del Trabajo, los
resultados de una encuesta realizada en cinco países
(Brasil, Chile, Croacia, india y México), la gran ma-
yoría de los hombres considera importante participar
en la vida de los hijos, además la licencia de paterni-
dad tiene efectos positivos en el desarrollo de los ni-
ños, beneficia a la mujer pues le permite equilibrar su
vida familiar y profesional, reduce la discriminación y
la disparidad entre hombres y mujeres.18

Al respecto, es claro el interés y la necesidad actual de
establecer políticas públicas y reformas que beneficien
a las mujeres y a los hombres, al eliminar las brechas
de desigualdad en el ámbito laboral para fortalecer a la
sociedad.

Por otra parte, se cuenta con el precedente de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, la cual realizó un
acuerdo administrativo con las personas servidoras pú-
blicas que trabajan en la institución, el cual otorga la
licencia de paternidad por tres meses con goce de suel-
do, reconociendo la corresponsabilidad en la crianza y
combatiendo la desigualdad estructural a las que son
sometidas las mujeres al hacerse cargo del cuidado in-
fantil casi en su totalidad.19 De lo anterior se despen-
de que es preciso otorgar la licencia de paternidad a los
hombres trabajadores, dado que la responsabilidad de
cuidar a un recién nacido no debe ser sólo de la madre
sino también del padre; de tal modo que el Estado tie-
ne la obligación de proporcionar los medios y recursos
necesarios para que las familias puedan cumplir con
dicho deber.

Lo antes descrito en la presente exposición de moti-
vos, evidencia la importancia de ampliar el periodo
que se otorga en la licencia de paternidad y de estipu-
larlo como parte de la seguridad social pues beneficia
a las mujeres, a la familia y a la sociedad. Finalmente,
Aragón Sánchez menciona:

Es urgente construir un permiso de paternidad justo
para los hombres, lo que representa una política públi-
ca idónea para transformar y eliminar los viejos para-
digmas, crear nuevas dinámicas en los hogares entre
hombres y mujeres, fortalecer el proceso de cuidado-
atención-crianza de los padres, fomentar la participa-
ción de las mujeres en el mercado laboral sin discri-
minación y generar que se visibilice y repliquen
buenas prácticas dentro de los núcleos familiares en
relación a la corresponsabilidad de los cuidados en el

hogar y el trabajo no remunerado. La idea de un per-
miso de paternidad más equitativo que contribuya al
desarrollo de nuestra sociedad no es irreal, se apega a
las necesidades que el contexto mexicano exige.20

Actualmente, la legislación mexicana limita la licencia
de paternidad a un periodo breve que recae financiera-
mente de forma directa sobre las empresas, generando
conflictos operativos para las pequeñas y medianas
empresas, y desalentando su ejercicio efectivo. Si se
traslada la responsabilidad al Instituto Mexicano del
Seguro Social (IMSS) mediante un nuevo artículo, se
otorga al sistema la oportunidad de implementar una
verdadera corresponsabilidad de género que alivia la
carga patronal y dignifica la paternidad activa. Al ins-
titucionalizar el subsidio económico al 100 por ciento
del último salario diario de cotización por un periodo
de cuarenta días, pudiendo ampliarse en casos de com-
plicaciones médicas, se garantiza la estabilidad econó-
mica del hogar.

La propuesta no obligará al empleador a absorber el
costo de las ausencias prolongadas de los trabajadores,
sino que el IMSS dispersará el riesgo financiero entre
la masa total de cotizantes a nivel nacional. Asimismo,
la propuesta contempla un mecanismo de control en
donde se establece como requisito que el asegurado
cuente con un mínimo de treinta cotizaciones semana-
les en los doce meses anteriores.

Proveer un respaldo institucional formal en estos esce-
narios previene el abandono forzado del empleo por
parte de las madres y asegura una red de contención
médica y económica sólida bajo la tutela del Estado.
La presente reforma representa una modernización en
el sistema de seguridad social.

Al ampliar las licencias de maternidad y paternidad, se
puede lograr igualdad en la distribución de las obliga-
ciones familiares y una incorporación equitativa al
mercado laboral. De esta manera, a través de una re-
forma integral se sentarán las bases para mitigar la
brecha de género sobre las mujeres y lograr una ver-
dadera igualdad sustantiva. Para todo lo descrito y a
modo de dar claridad a la propuesta, se presenta el si-
guiente cuadro comparativo:
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Por lo expuesto someto a consideración de esta sobe-
ranía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de las Leyes Federal de Trabajo;
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123
Constitucional; y del Seguro Social, en materia de
ampliación de la licencia de paternidad

Primero. Se reforma la fracción XXVII Bis del artí-
culo 132 de la Ley Federal del Trabajo, para quedar
como sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de las personas em-
pleadoras

I. a XXVII. …

XXVII Bis. Otorgar licencia de paternidad de cua-
renta días laborables con goce de sueldo, a los
hombres trabajadores, por el nacimiento de sus hi-
jos y de igual manera en el caso de la adopción de
un infante;

XXVIII. a XXXIV. …

Segundo. Se adicionan el artículo 28 Bis y el inciso
f), fracción VIII, del artículo 43 de la Ley Federal de
los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria
del Apartado B del Artículo 123 Constitucional, para
quedar como sigue:

Artículo 28 Bis. Los padres trabajadores disfruta-
rán de diez días laborales antes de la fecha del par-
to, y de treinta días laborales después del mismo.
En caso de complicaciones médicas derivadas del
parto o que los hijos hayan nacido con cualquier ti-
po de discapacidad o requieran atención médica
hospitalaria, la licencia podrá ser de hasta ochenta
días laborales posteriores al parto, previa presenta-
ción del certificado médico correspondiente.

En caso de adopción, los padres tendrán derecho a
cuarenta días laborales de licencia, con previa pre-
sentación de la documentación correspondiente.

Artículo 43. Son obligaciones de los titulares a que se
refiere el artículo 1o. de esta ley
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I. a VII. …

VIII. Conceder licencias a sus trabajadores, sin me-
noscabo de sus derechos y antigüedad y en los tér-
minos de las condiciones generales de trabajo, en
los siguientes casos:

a) a c) …

d) A trabajadores que sufran enfermedades no
profesionales, en los términos del artículo 111
de la presente ley.

e) …

f) Por el nacimiento o adopción de una hija o
hijo.

IX. a X. …

Tercero. Se adiciona el artículo 101 Bis a la Ley del
Seguro Social, para quedar como sigue:

101 Bis. El asegurado tendrá derecho, por el naci-
miento de sus hijos o la adopción de un infante, a la
licencia de paternidad y al subsidio en dinero igual
al cien por ciento del último salario diario de coti-
zación. El subsidio se otorgará durante un periodo
total de cuarenta días laborales.

En caso de complicaciones que pongan en riesgo la
salud del recién nacido o de la madre, el periodo de
subsidio podrá extenderse hasta por cuarenta días
laborales adicionales, pagados bajo el mismo es-
quema.

Para gozar de dicho subsidio, el asegurado deberá

I. Tener cubiertas por lo menos treinta cotizacio-
nes semanales en los doce meses anteriores a la
fecha en que debiere comenzar el pago del subsi-
dio,

II. Que se haya certificado por el Instituto el em-
barazo y la fecha probable de parto, o la adop-
ción; y

III. Que no ejecute trabajo alguno mediante re-
tribución durante los períodos anteriores y pos-
teriores al parto.

Si el asegurado estuviera percibiendo otro subsidio,
se cancelará el que sea por menor cantidad.

El goce por parte del asegurado del subsidio, exime
al patrón de la obligación del pago del salario ínte-
gro.

Cuando el asegurado no cumpla con lo establecido
en la fracción I, quedará a cargo del patrón el pago
del salario íntegro.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal, por conducto de la Se-
cretaría de Salud, la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social, así como los Consejos Técnicos del Instituto
Mexicano del Seguro Social y del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, contarán con un plazo de 200 días naturales a par-
tir de la entrada en vigor del presente decreto para
realizar las adecuaciones a la normativa, los reglamen-
tos, manuales de operación y sistemas digitales nece-
sarios para la tramitación de las licencias.

Tercero. La ampliación de la licencia de paternidad a
40 días se realizará de manera progresiva conforme a
lo siguiente, a partir de su entrada en vigor:

Cuarto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
y la Cámara de Diputados deberán incorporar en el
Presupuesto de Egresos de la Federación de los ejerci-
cios subsecuentes, los recursos necesarios para dar
cumplimiento a las obligaciones de seguridad social
derivadas del presente decreto para los trabajadores al
servicio del Estado.

Quinto. Las disposiciones aquí contenidas serán apli-
cables únicamente a los nacimientos o procesos de
adopción cuya fecha de parto o resolución judicial de
adopción, sea posterior a la fecha de entrada en vigor
de la etapa de gradualidad correspondiente.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de octubre de 2026.

Diputada María de Fátima García León (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 55 DE LA LEY NACIONAL
DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA ADO-
LESCENTES, EN LO REFERENTE A RECIBIR VISITAS ÍNTI-
MAS, A CARGO DE LA DIPUTADA PATRICIA FLORES ELI-
ZONDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO
CIUDADANO

Quien presenta, Patricia Flores Elizondo, integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta asamblea iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 55 de la
Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal
para Adolescentes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Introducción

La privación de libertad no extingue la titularidad de
los derechos humanos. Las personas adolescentes su-
jetas a una medida de internamiento conservan los de-
rechos que les reconocen la Constitución y los tratados
internacionales, modulados por las restricciones de la
privación de la libertad y por su condición específica
de personas en desarrollo. El artículo 4° constitucional
consagra el interés superior de la niñez como principio
rector de toda actuación estatal que les concierne, y el
artículo 1o. impone el deber de promover, respetar,
proteger y garantizar sus derechos conforme a los
principios de universalidad, interdependencia, indivi-
sibilidad y progresividad.1

La Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada
por la Asamblea General de las Naciones Unidas en
1989 y ratificada por el Estado mexicano, establece un
marco específico de protección integral que obliga a
un tratamiento diferenciado de las personas menores
de dieciocho años en todo procedimiento o medida
que les afecte, y reconoce su derecho a mantener con-
tacto con su familia incluso en contextos de privación
de libertad.2 Dentro de ese marco, la regulación de las
condiciones de internamiento debe armonizarse con el
interés superior, la dignidad humana y la autonomía
progresiva.

La Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal
para Adolescentes, en vigor desde 2016, reconoce a las
personas adolescentes privadas de la libertad el dere-
cho a recibir visita íntima en los Centros de Interna-
miento. Ese reconocimiento atiende a la dimensión
afectiva y personal que la propia Ley busca preservar
y al estándar internacional que exige que las condicio-
nes de encierro permitan mantener vínculos significa-
tivos. Sin embargo, el artículo 55 vigente condiciona
el ejercicio de ese derecho a la acreditación de dos fi-
guras jurídicas –la emancipación de la persona y el
concubinato adolescentes– cuya constitución el orde-
namiento mexicano ha suprimido o prohibido.3

En efecto, mediante el decreto publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 3 de junio de 2019 se esta-
bleció en el artículo 148 del Código Civil Federal que
para contraer matrimonio es necesario haber cumplido
dieciocho años, y se derogó expresamente el Capítulo
“De las Actas de Emancipación”, junto con los artícu-
los que regulaban la emancipación derivada del matri-
monio del menor.4 A su vez, el artículo 45 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes prohíbe los matrimonios infantiles “sin impor-
tar la denominación que se les dé”.5 Las treinta y dos
entidades federativas armonizaron su legislación civil
en el mismo sentido.

El resultado es un desfase normativo evidente: el artí-
culo 55 hace depender el ejercicio de un derecho de fi-
guras que el propio sistema jurídico ha desmantelado
en aras de la protección integral de la niñez. De ello
derivan dos efectos indeseables. El primero es que el
derecho se torna materialmente inaccesible para la in-
mensa mayoría de las personas adolescentes en inter-
namiento, pues la condición exigida ya no puede satis-
facerse conforme al derecho mexicano. El segundo es
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que, personas adolescentes acrediten concubinato, la
autoridad estaría reconociendo de facto una unión
temprana que la ley prohíbe, en abierta contradicción
con el espíritu protector del orden jurídico.

La presente iniciativa propone sustituir esas figuras
anacrónicas por un régimen claro y objetivo, fundado
en criterios de edad mínima, consentimiento libre, in-
formado y expreso, y condiciones de dignidad, priva-
cidad, salud, seguridad, igualdad, no discriminación y
protección integral. Conserva y refuerza el principio
vigente que prohíbe a la autoridad del centro de inter-
namiento calificar la idoneidad de la pareja, y preser-
va el derecho de las personas mayores de dieciocho
años que cumplen una medida de sanción por hechos
cometidos durante su adolescencia. No se crea un de-
recho nuevo: se ordena el ejercicio de un derecho ya
reconocido sobre bases compatibles con el resto del
ordenamiento.

La exposición de motivos que sigue desarrolla el diag-
nóstico del problema (apartado II), el comparativo in-
ternacional (apartado III) y la justificación jurídica de
la reforma (apartado IV).

• Diagnóstico del problema

A. El texto vigente y su problema normativo cen-
tral

El artículo 55 de la Ley Nacional del Sistema Integral
de Justicia Penal para Adolescentes dispone en el tex-
to vigente: “La persona adolescente emancipada pri-
vada de la libertad tendrá derecho a visita íntima sin
que la autoridad del Centro de Internamiento pueda
calificar la idoneidad de la pareja. El mismo derecho
aplica para las personas adolescentes que acrediten
concubinato, así como las personas mayores de die-
ciocho años de edad que se encuentren cumpliendo
una medida de sanción en un Centro de Internamiento.
No podrá negarse la visita íntima de personas que ten-
ga un efecto discriminatorio en términos del artículo
1o. de la Constitución. No podrá considerarse la sus-
pensión de la visita íntima como una sanción discipli-
naria”.6

El precepto contempla tres supuestos de procedencia:
la persona adolescente emancipada, las personas ado-
lescentes que acrediten concubinato y las personas
mayores de dieciocho años que cumplen una medida

de sanción. La inconsistencia central radica en que los
dos primeros supuestos presuponen un estatus jurídico
–la emancipación o una unión de hecho asimilable al
matrimonio– cuya constitución se encuentra hoy su-
primida o prohibida en el ordenamiento mexicano.

B. La supresión de la emancipación y la prohibi-
ción del matrimonio infantil

El primer supuesto del artículo 55 –la “persona ado-
lescente emancipada”– remite a una figura que dejó de
existir en la legislación civil federal. En la tradición ju-
rídica mexicana, la emancipación derivaba de derecho
del matrimonio de la persona menor de dieciocho
años, conforme al texto anterior del artículo 641 del
Código Civil Federal. El Decreto del 3 de junio de
2019 derogó tanto el Capítulo relativo a las actas de
emancipación como los artículos 641 y 643 que regu-
laban esa institución.7 Suprimida la vía matrimonial
–única forma ordinaria de emancipación de personas
menores de edad en el orden federal– y fijada la ma-
yoría de edad en los dieciocho años cumplidos, la ca-
tegoría de “adolescente emancipado” carece de sus-
tento en la legislación civil federal vigente.

El segundo supuesto –el “concubinato adolescente”–
se encuentra en idéntica tensión. El concubinato es una
unión de hecho asimilable en sus efectos al matrimo-
nio; reconocerlo entre personas menores de dieciocho
años para fundar un derecho equivaldría a validar in-
directamente una unión temprana, precisamente lo que
el artículo 45 de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes proscribe al prohibir los
matrimonios infantiles “sin importar la denominación
que se les dé”.8 La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha respaldado la validez constitucional de la pro-
hibición del matrimonio infantil, por considerar que
protege el interés superior de la niñez y no contravie-
ne el principio de progresividad de los derechos hu-
manos.

El efecto práctico es doble. Por un lado, el derecho a
la visita íntima reconocido en el artículo 55 se vuelve
materialmente inaccesible para la inmensa mayoría de
las personas adolescentes en internamiento, porque la
condición exigida no puede satisfacerse legalmente.
Por otro, si la administración llegara a aceptar la acre-
ditación de un concubinato adolescente, reconocería
de facto una unión que la propia ley prohíbe, generan-
do una contradicción interna del sistema jurídico.
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C. Dimensión empírica: una población real bajo
una norma inoperante

La problemática no es teórica. Aunque se trata de una
población numéricamente reducida, se encuentra afec-
tada por una disposición legal cuya operatividad resul-
ta cuestionable. Conforme al Censo Nacional del Sis-
tema Penitenciario Federal y Estatal, al cierre de 2024
se contabilizaron 1,461 personas adolescentes interna-
das en los centros especializados de tratamiento o in-
ternamiento de las entidades federativas.9 La Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, por su parte,
documentó las condiciones de esta población en su In-
forme Especial sobre las condiciones que viven las
personas adolescentes y jóvenes en conflicto con la ley
penal en los Centros de Internamiento, resultado de la
supervisión de la totalidad de los Centros de Interna-
miento del país.10 Se trata, por tanto, de un universo
acotado pero real, directamente alcanzado en el artícu-
lo 55.

La vida afectiva y sexual de las personas adolescentes
es, además, un hecho que el propio Estado mexicano
reconoce y atiende a través de sus instrumentos esta-
dísticos y de sus políticas de salud sexual y reproduc-
tiva. Si bien no existe un registro estadístico público
desagregado sobre el ejercicio de la sexualidad en el
contexto específico del internamiento –lo que consti-
tuye en sí mismo un vacío de información–, los datos
nacionales muestran la magnitud del fenómeno: según
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, en
2023 la tasa específica de fecundidad de las adoles-
centes hablantes de lengua indígena de quince a dieci-
nueve años fue de 90.3 nacimientos por cada mil mu-
jeres del grupo, y solo una fracción de las adolescentes
sexualmente activas utilizaba métodos anticoncepti-
vos.11 Estos datos no se refieren a la población en in-
ternamiento, pero ilustran que la sexualidad adoles-
cente es una realidad que el orden jurídico no puede
ignorar y que, lejos de desaparecer en el encierro, re-
clama un marco regulatorio claro que la rodee de sal-
vaguardas.

Negar regulación expresa, objetiva y protectora al
ejercicio de la intimidad en el internamiento no supri-
me su existencia: la desplaza a la informalidad, donde
los riesgos de discrecionalidad, asimetría de poder y
vulneración de derechos se acentúan. La norma vigen-
te, al condicionar el derecho a figuras inexistentes,
produce precisamente ese vacío.

D. Síntesis

El diagnóstico revela un problema de tres dimensio-
nes. En lo normativo, el artículo 55 se apoya en figu-
ras –emancipación y concubinato adolescente– que el
resto del ordenamiento ha suprimido o prohibido por
su incompatibilidad con la protección integral de la ni-
ñez. En lo operativo, las condiciones exigidas tornan
materialmente inalcanzable el ejercicio del derecho,
vaciando de contenido la disposición. En lo protector,
la ausencia de un régimen claro y objetivo deja a las
personas adolescentes en internamiento sin un marco
explícito que ordene el ejercicio del derecho con sal-
vaguardas adecuadas. La reforma propuesta atiende si-
multáneamente las tres dimensiones.

• Comparativo internacional

El análisis del derecho internacional y comparado per-
mite ubicar con precisión el problema y calibrar la so-
lución. De ese examen se desprende una distinción
fundamental: el tratamiento de la visita íntima difiere
según se trate de personas adultas o de personas ado-
lescentes privadas de libertad.

A. La visita íntima de las personas adultas privadas
de libertad

Respecto de las personas adultas, diversos ordena-
mientos reconocen la visita íntima como un derecho.
La Corte Constitucional de Colombia, por ejemplo, ha
sostenido que la visita íntima de las personas privadas
de la libertad constituye un derecho fundamental deri-
vado de la intimidad personal y familiar y del libre
desarrollo de la personalidad, sujeto únicamente a res-
tricciones razonables y proporcionales propias del ré-
gimen de reclusión.12 Este reconocimiento, sin embar-
go, se ha construido en relación con la población
adulta y no resuelve por sí solo la situación específica
de las personas adolescentes.

B. El tratamiento de los adolescentes en interna-
miento: el énfasis en el vínculo y la intimidad como
privacidad

Para las personas adolescentes privadas de libertad,
los estándares internacionales ponen el acento en el
contacto con la familia y el entorno, y entienden la “in-
timidad” primordialmente como privacidad y cerca-
nía. Las Reglas de las Naciones Unidas para la Protec-
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ción de los Menores Privados de Libertad disponen, en
su regla 60, que “todo menor tendrá derecho a recibir
visitas regulares y frecuentes, en principio una vez por
semana y por lo menos una vez al mes, en condiciones
que respeten la necesidad de intimidad del menor, el
contacto y la comunicación sin restricciones”.13 En el
mismo sentido, la Convención sobre los Derechos del
Niño garantiza el derecho de la persona menor priva-
da de libertad a mantener contacto con su familia por
medio de correspondencia y visitas.14

El Comité de los Derechos del Niño, en la observación
general número 24 (2019) relativa a los derechos del
niño en el sistema de justicia juvenil, reiteró que la pri-
vación de libertad debe ser excepcional y que las con-
diciones de internamiento han de permitir el ejercicio
efectivo de los derechos –incluidos los vinculados a la
familia, la educación y el desarrollo personal– bajo el
interés superior y la autonomía progresiva.15

El derecho comparado confirma esa orientación caute-
losa. En España, el Reglamento de la Ley Orgánica re-
guladora de la responsabilidad penal de los menores
regula con detalle las comunicaciones y visitas de fa-
miliares y de otras personas, así como los permisos de
salida, pero no establece un régimen de visita íntima o
conyugal para las personas adolescentes en los centros
de internamiento.16 El modelo español, representativo
de la tendencia europea, privilegia el contacto familiar
y las salidas como vías de preservación del vínculo,
sin reconocer un derecho a la visita íntima de carácter
sexual para personas menores de edad internadas.

C. Lectura comparada y posición de México

De este panorama se desprenden tres conclusiones.
Primera: el ordenamiento mexicano es de los pocos
que reconoce expresamente la visita íntima de las per-
sonas adolescentes en internamiento, lo que sitúa a
México en una posición que exige un cuidado regula-
torio reforzado para conciliar el reconocimiento del
derecho con el deber de protección. Segunda: la ten-
dencia internacional contra el matrimonio infantil
––recogida en la meta 5.3 de los Objetivos de Des-
arrollo Sostenible y en las recomendaciones de los ór-
ganos de tratados– impone que ese derecho no se
construya sobre instituciones como la emancipación o
el concubinato adolescente, incompatibles con la pro-
hibición de las uniones tempranas. Tercera: la vía ade-
cuada no es la prohibición absoluta –que desconocería

la autonomía progresiva y el reconocimiento que la
propia ley mexicana ya hace del derecho–, sino un ré-
gimen objetivo, acotado y rodeado de salvaguardas.
La reforma propuesta adopta precisamente esa vía in-
termedia: conserva el derecho, pero lo sujeta a crite-
rios de edad simétrica, consentimiento calificado y
condiciones de protección, en lugar de figuras jurídi-
cas que el orden mexicano ya superó.

• Contenido y objeto de la iniciativa

La presente iniciativa legislativa tiene como propósito
fundamental la reforma del artículo 55 de la Ley Nacional
del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes
(LNSIJPA), específicamente en lo concerniente al dere-
cho a recibir visita íntima para las personas adolescentes
privadas de libertad en centros de internamiento. Esta re-
forma se impulsa bajo la premisa de armonizar plena-
mente este derecho con el marco constitucional e interna-
cional de los derechos de la niñez y la adolescencia.

I. Fundamento y principios rectores de la reforma

La modificación propuesta se erige sobre un pilar cen-
tral: el régimen de visita íntima en el contexto del sis-
tema de justicia penal para adolescentes debe alinearse
estrictamente con los principios rectores que orientan
la protección integral de este grupo poblacional. Estos
principios incluyen, de manera enunciativa, pero no li-
mitativa, el interés superior de la niñez, la autono-
mía progresiva, la protección integral, la dignidad
humana, la igualdad y la no discriminación.

Es crucial que la regulación de este derecho no solo re-
conozca y respete los derechos sexuales y reproduc-
tivos de las personas adolescentes, sino que también
evite la reproducción de figuras jurídicas que actual-
mente se consideran desfasadas, regresivas o incom-
patibles con el marco legal vigente, tales como la
emancipación o el concubinato adolescente.

II. Problemática del marco legal vigente y propues-
ta de sustitución

Actualmente, el artículo 55 de la LNSIJPA condiciona
el derecho a la visita íntima a la acreditación de cier-
tos estatus jurídicos:

• Persona adolescente emancipada privada de li-
bertad.
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• Personas adolescentes que acrediten la existencia
de concubinato.

• Personas mayores de dieciocho años que cum-
plen una medida de sanción en un Centro de Inter-
namiento.

Las referencias a la “persona adolescente emancipada”
y a “adolescentes que acrediten concubinato” generan
serios problemas de armonización con el marco jurídi-
co actual. La legislación mexicana ha avanzado signi-
ficativamente hacia la eliminación del matrimonio
infantil y la prevención de uniones tempranas o for-
zadas. Permitir que la visita íntima dependa de figuras
como la emancipación o el concubinato adolescente
contraviene este espíritu protector y podría interpretar-
se como una validación indirecta de uniones tempra-
nas.

Por lo tanto, la iniciativa propone sustituir estos su-
puestos problemáticos por un régimen más claro, ob-
jetivo y protector, fundamentado en criterios de edad
mínima, consentimiento informado y condiciones de
protección integral.

III. Ejes de la reforma propuesta

La reforma se articula en torno a siete ejes principales,
diseñados para garantizar un ejercicio seguro y digno
del derecho a la intimidad y la sexualidad en privación
de libertad:

1. Eliminación de referencias a emancipación y
concubinato adolescente

Se propone la eliminación de las expresiones relati-
vas a “persona adolescente emancipada” y “perso-
nas adolescentes que acrediten el concubinato” del
artículo 55. El objetivo no es en ninguna circuns-
tancia negar la vida afectiva o sexual de las perso-
nas adolescentes, sino asegurar que el acceso a la
visita íntima no quede supeditado a figuras jurídicas
que son incompatibles con el marco actual de pro-
tección de derechos de la niñez y la adolescencia.

En su lugar, se establece una regla objetiva de
edad: la persona adolescente privada de libertad
podrá recibir visita íntima siempre que tenga dieci-
séis años cumplidos y sea menor de dieciocho
años, con la condición de que la persona visitante

también cumpla con el mismo rango etario (dieci-
séis años cumplidos y menor de dieciocho años).

2. Reconocimiento acotado de la visita íntima pa-
ra adolescentes de 16 y 17 años

La iniciativa reconoce la visita íntima como una mo-
dalidad esencial para el ejercicio de la intimidad, la
vida afectiva y la sexualidad en contextos de encie-
rro. En lugar de establecer una prohibición absoluta,
se establece un régimen acotado para el grupo eta-
rio de dieciséis años cumplidos y menores de die-
ciocho años. Esta distinción atiende a la propia es-
tructura de la LNSIJPA, que ya diferencia grupos
etarios y otorga un tratamiento específico al grupo de
personas adolescentes mayores. Con ello, se evita
una restricción total que desconocería la autonomía
progresiva y los derechos sexuales de este grupo.

3. Consentimiento libre, informado y expreso co-
mo requisito indispensable

Se introduce como requisito fundamental que la vi-
sita íntima adolescente solo procederá cuando me-
die el consentimiento libre, informado y expreso
de ambas personas involucradas (la persona priva-
da de libertad y la persona visitante).

Este elemento es crítico, dado que el Estado, en un
centro de internamiento, se encuentra en una posi-
ción de garante reforzada. La autoridad deberá cer-
ciorarse, conforme a los procedimientos aplicables,
que la visita no sea el resultado de coerción, presión,
violencia, abuso o cualquier situación que vicie la
voluntad. La exigencia de un consentimiento califi-
cado armoniza el reconocimiento del derecho con el
deber de protección integral de las personas adoles-
centes, asegurando que la visita se realice en un mar-
co de respeto a la voluntad individual.

4. Regulación específica de la edad de la persona
visitante

Para evitar asimetrías de poder y posibles riesgos,
se establece una regla clara sobre la edad de la per-
sona visitante:

• Si la persona privada de libertad es adolescente
(dieciséis o diecisiete años), la persona visitante de-
berá tener también dieciséis años cumplidos y ser
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menor de dieciocho años. Esta regla cierra la puer-
ta a la autorización de visita íntima entre una perso-
na adolescente y una persona adulta.

• En el caso de personas mayores de dieciocho
años que aún cumplen una medida de sanción en el
centro de internamiento, el derecho se mantiene,
pero la persona visitante debe ser igualmente ma-
yor de edad.

5. Establecimiento de Condiciones de Dignidad,
Privacidad, Salud y Seguridad

La reforma obliga a que la visita íntima se garanti-
ce bajo condiciones estrictas de

• Dignidad y privacidad.

• Salud (incluido el acceso a información y me-
dios de protección).

• Seguridad (para ambas personas).

• Igualdad y no discriminación.

• Protección integral.

La incorporación explícita de estas condiciones
busca erradicar prácticas discrecionales, inseguras o
que vulneren el interés superior. Al incluir la pro-
tección integral, el interés superior y la autono-
mía progresiva, la norma subraya que las personas
adolescentes son titulares de derechos, pero su ejer-
cicio debe evaluarse conforme a su desarrollo y
condiciones específicas.

6. Verificación de requisitos objetivos sin califi-
car la idoneidad de la pareja

La autoridad del Centro de Internamiento tendrá la
facultad de verificar el cumplimiento de los requisi-
tos objetivos establecidos: edad, existencia de con-
sentimiento y el cumplimiento de las condiciones
de protección.

No obstante, se mantiene y refuerza un elemento
esencial del texto vigente: la verificación no auto-
riza a la autoridad para calificar la idoneidad de
la pareja. Se busca impedir que la autoridad inter-
venga con criterios morales, subjetivos o discrimi-

natorios sobre la naturaleza o la relación de pareja.
La función de la autoridad se limita a garantizar los
requisitos formales y las condiciones de protección,
no a emitir juicios sobre si la pareja es “convenien-
te” o la relación “adecuada”.

7. Conservación del derecho para personas ma-
yores de dieciocho años

Finalmente, la reforma mantiene explícitamente el
derecho a recibir visita íntima para aquellas perso-
nas que, habiendo alcanzado la mayoría de edad
(dieciocho años cumplidos), se encuentran cum-
pliendo una medida de sanción impuesta por hechos
cometidos durante su adolescencia. Este supuesto
es vital para la continuidad del sistema. En estos ca-
sos, se reitera que la persona visitante debe ser tam-
bién mayor de edad, evitando estrictamente cual-
quier posible escenario de visita íntima entre una
persona adulta y una persona adolescente.

Derivado de lo expuesto y para su mayor y mejor com-
prensión se presenta gráficamente la iniciativa en el si-
guiente cuadro comparativo:
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Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 55 de la
Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal
para Adolescentes, en materia de visita intima

Único. Se reforma el artículo 55 de la Ley Nacional
del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescen-
tes, para quedar como sigue:

Artículo 55. Recibir visita íntima.

La persona adolescente privada de la libertad que ten-
ga dieciséis años cumplidos y sea menor de diecio-
cho años tendrá derecho a recibir visita íntima cuan-
do la persona visitante tenga dieciséis años
cumplidos y sea menor de dieciocho años, exista
consentimiento libre, informado y expreso de am-
bas personas, y se garanticen condiciones de digni-
dad, privacidad, salud, seguridad, igualdad, no dis-
criminación y protección integral, conforme al
interés superior de la persona adolescente y su au-
tonomía progresiva, para lo cual la autoridad del
Centro de Internamiento podrá verificar el cumpli-
miento de dichos los requisitos previstos en el pre-
sente artículo; sin que ello implique la facultad de
valorar la idoneidad de la relación o de la pareja;
asimismo, las personas mayores de dieciocho años de
edad que se encuentren cumpliendo una medida de
sanción en un Centro de Internamiento tendrán a re-
cibir visita íntima cuando la persona visitante sea
mayor de dieciocho años.

No podrá negarse la visita íntima de personas que ten-
ga un efecto discriminatorio en términos del artículo
1o. de la Constitución, ni calificarse la idoneidad de
la pareja. No podrá considerarse la suspensión de la
visita íntima como una sanción disciplinaria

Los centros de internamiento deberán garantizar
que las personas adolescentes privadas de la liber-
tad cuenten con información accesible y compren-
sible en materia de derechos sexuales y reproducti-
vos, así como acceso gratuito y confidencial a
métodos anticonceptivos, pruebas de infecciones de
transmisión sexual y servicios de salud sexual y re-
productiva.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes deberán ade-
cuar, dentro de los ciento veinte días naturales si-
guientes a la entrada en vigor del presente decreto, los
protocolos, lineamientos, criterios, formatos y proce-
dimientos internos de los centros de internamiento que
resulten necesarios para dar cumplimiento a lo previs-
to en el artículo 55 de la Ley Nacional del Sistema In-
tegral de Justicia Penal para Adolescentes.

Tercero. Las autoridades competentes deberán recopi-
lar y sistematizar información estadística sobre la im-
plementación de esta reforma a fin de evaluar periódi-
camente su impacto en los derechos de las personas
adolescentes privadas de la libertad.

Notas
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2 Organización de las Naciones Unidas; Asamblea General; Con-
vención sobre los Derechos del Niño, resolución 44/25; 1989; ar-
tículos 37 y 40, https://www.ohchr.org/es/instruments-mecha-
nisms/instruments/convention-rights-child Fecha de consulta: 27
de mayo de 2026

3 Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, Ley Nacional
del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes; publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016, úl-
tima reforma DOF 20 de diciembre de 2022; artículo 55,
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNSIJPA.pdf Fe-
cha de consulta: 27 de mayo de 2026.

4 Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, Decreto por el
que se reforman y derogan diversas disposiciones del Código Ci-
vil Federal, en materia de prohibición del matrimonio infantil, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de junio de 2019;
reforma del artículo 148 y derogación del capítulo VI, “De las ac-
tas de emancipación”, y de los artículos 641 y 643,
https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5561717&fe-
cha=03/06/2019 Fecha de consulta: 27 de mayo de 2026.

Martes 13 de octubre de 2026 Gaceta Parlamentaria37



5 Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, 2014, artículo 45,
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de octubre de 2026.

Diputada Patricia Flores Elizondo (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 6O. DE LA LEY
GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚ-
BLICA, EN MATERIA DE ATENCIÓN A LAS CAUSAS E INDI-
CADORES DE BIENESTAR Y PROSPERIDAD, A CARGO DE LA
DIPUTADA AMANCAY GONZÁLEZ FRANCO, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

Quien suscribe, Amancay González Franco, integran-
te del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
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Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nume-
ral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto, de
conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

1. Planteamiento del problema

México ha reducido sus homicidios, pero la violencia
sigue siendo parte de la vida cotidiana y la política de
seguridad depende todavía de respuestas reactivas. Es-
ta iniciativa propone convertir “la atención a las cau-
sas de la violencia” en un instrumento institucional,
medible y permanente de prevención y construcción
de paz.

2. Una violencia que persiste pese a los avances. El
promedio diario de víctimas de homicidio doloso bajó
de 86.9 en septiembre de 2024 a 47.3 en mayo de
2026, una reducción de 46 por ciento según cifras ofi-
ciales.1 Aun así, la Envipe de 2026 del Inegi estima
que 74 por ciento de la población adulta percibe inse-
guridad, que 23 millones de personas fueron víctimas
de algún delito en 2025 y que 93.4 por ciento de los
delitos no se denunció o no derivó en carpeta de in-
vestigación.2 El costo de la inseguridad para los hoga-
res se estimó en 267.3 mil millones de pesos, equiva-
lente a 1.06 por ciento del PIB; además, 62.8 por
ciento de las familias prohibió a sus hijas e hijos me-
nores salir sin compañía.3

3. Hacer política se volvió una actividad de alto
riesgo. Tres diputados federales identificados con la
LXVI Legislatura han muerto de forma violenta: Héc-
tor Melesio Cuén, Benito Aguas Atlahua y Zenyazen
Roberto Escobar García, este último hallado sin vida
el 4 de septiembre de 2026 en Veracruz.4 Entre enero
y mayo de 2026 fueron asesinados 76 políticos o fa-
miliares de ellos; 80 por ciento de los casos registrados
desde 2017 corresponde al ámbito municipal.5

4. Presión externa sobre la soberanía. El 22 de sep-
tiembre de 2026, ante la 81 Asamblea General de la
ONU, el presidente de Estados Unidos calificó a Mé-
xico como epicentro de la violencia de los cárteles y
afirmó que su país podría usar su poder militar para

proteger sus intereses.6 La Casa Blanca advirtió des-
pués que, si México no actúa, Estados Unidos se vería
obligado a hacerlo.7 La respuesta soberana a ese seña-
lamiento no es la intervención, sino una política propia
que ataque las causas.

5. El reclutamiento de jóvenes sostiene al crimen
organizado. Un estudio publicado en Science (vol.
381, 2023)8 estimó que los cárteles tenían entre 160
mil y 185 mil integrantes en 2022 y que necesitan re-
clutar entre 350 y 370 personas por semana para no
colapsar; sus autores concluyen que reducir el recluta-
miento es la vía más eficaz para bajar la violencia, por
encima del aumento de detenciones.9 Reinserta estima
que entre 145 mil y 250 mil niñas, niños y jóvenes es-
tán en riesgo de ser reclutados, con mayor vulnerabili-
dad entre los 12 y 15 años.10

6. Normalización y narcocultura. La exposición
constante a la violencia en redes sociales, noticias, se-
ries y música contribuye a normalizar y a presentar al
narco como símbolo de éxito. Zygmunt Bauman ad-
virtió sobre el riesgo de acostumbrarnos a mirar el su-
frimiento ajeno sin sentirnos responsables. Romper
esa desensibilización exige ofrecer a las juventudes re-
ferentes, comunidad y proyectos de vida alternativos.

2. Argumentación

3. El Mundial mostró que la paz responde a la vida co-
munitaria. Entre el 11 de junio y el 5 de julio de 2026,
periodo de partidos en territorio mexicano, se registraron
1,007 homicidios dolosos, un promedio de 40 diarios, el
más bajo del año.11 El 16 de junio se contabilizaron 27
víctimas, el menor registro diario en más de una década.
Junio de 2026 cerró con 1,209 víctimas, 33.5% menos
que las 1,818 de junio de 2025.12 En las tres sedes, Ciu-
dad de México, Jalisco y Nuevo León, los homicidios de
junio bajaron 31% frente al año anterior.13

4. El efecto fue temporal: al terminar los partidos en
México, los homicidios diarios volvieron a superar los
50, y los robos de celulares crecieron entre las multi-
tudes que salieron a celebrar.14 Especialistas de la Uni-
versidad Iberoamericana advierten que no hay una ex-
plicación única del descenso.15 Por eso esta iniciativa
no atribuye la baja solo al fútbol: sostiene que el país
desaprovechó la oportunidad de dejar, como legado
mundialista, una política permanente de prevención
mediante la cultura física y el deporte.
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5. La evidencia internacional respalda el deporte como
prevención. La Asamblea General de la ONU adoptó
la resolución 74/170, Integración del deporte en las
estrategias de prevención de la delincuencia juvenil y
justicia penal.16 La UNODC desarrolló el programa
Line Up Live Up (Juega, Vive), evaluado en su fase pi-
loto 2017-2019 con estudios de impacto en Sudáfrica
y Brasil;17 en México se ha aplicado en Querétaro.18

La propia UNODC concluye que el deporte funciona
mejor dentro de respuestas integrales y con objetivos
explícitos de prevención, no como actividad aislada.
Entre sus recomendaciones destacan invertir en la for-
mación de entrenadores, por su papel como mentores,
y evaluar de manera periódica los programas.19

6. Experiencia comparada: República Dominicana. El
programa De Vuelta al Barrio, del Ministerio de Inte-
rior y Policía, forma parte de la Estrategia Integral de
Seguridad Ciudadana Mi País Seguro y lleva activida-
des deportivas, artísticas y culturales a jóvenes de sec-
tores vulnerables.20 Según el ministerio, en sus prime-
ros ocho meses alcanzó a 35 mil jóvenes y combinó
clínicas deportivas con reparación de canchas, dota-
ción de equipo e iluminación de calles.21 La lección
para México es que el deporte preventivo exige in-
fraestructura y servicios básicos, no solo eventos.

7. De la Estrategia Nacional a la ley. La Estrategia Na-
cional de Seguridad Pública 2024-2030, aprobada por
el Senado el 30 de abril de 2025 con 105 votos a favor,
se articula en cuatro ejes: atención a las causas, conso-
lidación de la Guardia Nacional, inteligencia e investi-
gación, y coordinación (Swissinfo/EFE). El eje de
atención a las causas busca evitar que jóvenes sean
captados por la delincuencia mediante programas so-
ciales (El Imparcial). Sin embargo, el deporte no tiene
en la ley un papel definido dentro de ese eje, ni exis-
ten pisos mínimos de infraestructura ni indicadores
que midan bienestar. Atender las causas no significa
más policías u operativos; significa construir condi-
ciones de bienestar, y lo que no se mide no se puede
evaluar.

Objetivo de la iniciativa

Dotar de contenido legal y medible a la atención a las
causas de las violencias, definiéndose en la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública como el
conjunto de acciones orientadas al bienestar y la pros-
peridad de la población y a garantizar su acceso a la

educación, el trabajo, la salud, la vivienda, el deporte y
la cultura. La iniciativa obliga a las Instituciones de Se-
guridad Pública a evaluar esas acciones con indicadores
clave, e institucionaliza el deporte como mecanismo de
prevención y construcción de paz, con instalaciones
dignas y entrenadores comunitarios formados.

Fundamento jurídico

La iniciativa se sustenta en el artículo 4o. constitucio-
nal, que reconoce el derecho a la cultura física y a la
práctica del deporte; en el artículo 21, que define la se-
guridad pública como función del Estado que com-
prende la prevención de los delitos; y en el artículo 73,
fracciones XXIII y XXIX-J, que facultan al Congreso
para legislar en seguridad pública y en cultura física y
deporte. En el ámbito internacional, se alinea con la
resolución 74/170 de la Asamblea General de la ONU
y con el Objetivo de Desarrollo Sostenible 16 de la
Agenda 2030 (paz, justicia e instituciones sólidas).

Por lo expuesto me permito someter a consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de
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Decreto por el que se reforma y adiciona el artícu-
lo 6 de la Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública

Único. Se adiciona un párrafo segundo, recorriéndose
el subsecuente; y se reforma el párrafo tercero del ar-
tículo 6 de la Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública, para quedar como sigue:

Artículo 6. El Estado desarrollará políticas en materia
de prevención de las violencias y del delito con carác-
ter integral, atención a las causas que los generan, así
como programas y acciones para fomentar en la socie-
dad valores que induzcan el respeto al orden jurídico,
la comunidad y la protección de las víctimas.

La atención a las causas estará encaminada a des-
arrollar acciones para el bienestar y la prosperidad
de la población y garantizar su acceso a la educa-
ción, el trabajo, la salud, la vivienda, el deporte, la
cultura, entre otros servicios y derechos.

Las Instituciones de Seguridad Pública deberán pro-
mover acciones acordes con los párrafos anteriores
en coordinación con las autoridades de los tres órdenes
de gobierno que, debido a sus atribuciones, deban con-
tribuir en esta materia. Asimismo, deberán generar
un conjunto de indicadores clave, que atenderán
como mínimo los temas establecidos en el párrafo
segundo de este artículo, con el objetivo de elevar el
bienestar y la prosperidad de la población.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Dentro de los ciento ochenta días naturales
siguientes a la entrada en vigor del presente decreto, la
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, en
coordinación con el Secretariado Ejecutivo del Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública y con la participa-
ción del Instituto Nacional de Estadística y Geografía,
emitirá los lineamientos para la integración, medición
y publicación de los indicadores clave a que se refiere
el párrafo tercero del artículo 6.

Tercero. Las erogaciones que se generen con motivo
de la entrada en vigor del presente decreto se cubrirán

con cargo al presupuesto aprobado a los ejecutores de
gasto correspondientes para el ejercicio fiscal de que
se trate y los subsecuentes, por lo que no se autoriza-
rán ampliaciones de su presupuesto regularizable ni se
crearán nuevas estructuras.
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PERSONAS CON DISCAPACIDAD, EN MATERIA DE ACCESI-
BILIDAD DIGITAL EN LA VENTA DE BOLETOS PARA CON-
CIERTOS, EVENTOS Y ESPECTÁCULOS, A CARGO DEL DIPU-
TADO EDUARDO GAONA DOMÍNGUEZ, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

El suscrito, Eduardo Gaona Domínguez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en lo establecido en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, numeral 1, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, somete a consideración de esta asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se adiciona el artículo 27 Bis a la Ley General para la
Inclusión de las Personas con Discapacidad, en mate-
ria de accesibilidad digital en la venta de boletos para
conciertos, eventos y espectáculos, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El acceso a la cultura, el deporte, la recreación y el en-
tretenimiento constituye una parte importante de la
participación plena de las personas en la vida social.
No obstante, para las personas con discapacidad per-
sisten diversas barreras que dificultan o impiden el
ejercicio de estos derechos en condiciones de igual-
dad.

En México, esta realidad está presente en la vida de
millones de personas. De acuerdo con las Estadísticas
a propósito del Día Internacional de las Personas con
Discapacidad del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), en el país residen 9.5 millones de
personas con discapacidad, equivalentes aproximada-
mente al 7.3 por ciento de la población nacional. Ade-
más, es necesario considerar a las personas que pre-
sentan alguna limitación para realizar actividades
cotidianas.1

Paralelamente, la transformación digital ha modifica-
do profundamente la manera en que las personas ad-
quieren bienes y servicios. Actividades que anterior-
mente requerían realizarse presencialmente hoy
pueden llevarse a cabo a través de sitios de internet y
aplicaciones móviles, incluida la adquisición de bole-
tos para conciertos, espectáculos, eventos deportivos y
demás actividades culturales o recreativas.

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre Disponi-
bilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los
Hogares de 2025, elaborada por el Instituto Nacional
de Estadística y Geografía, en 2025 se estimaron 104.9
millones de personas usuarias de internet, equivalentes
al 86.1 por ciento de la población de seis años y más.

La compra de bienes y servicios a través de medios di-
gitales también forma parte de esta transformación. En
2025, 37.3 por ciento de las personas usuarias de in-
ternet reportó realizar compras por esta vía. Entre los
productos adquiridos, las reservaciones o boletos de
viajes o entretenimiento representaron 31.2 por ciento,
categoría que incluye entradas o reservaciones para
eventos de entretenimiento.

Esta realidad adquiere particular relevancia en Nuevo
León. De acuerdo con la misma encuesta, en 2025 la
entidad registró el porcentaje más alto del país de po-
blación usuaria de internet, con 93.9 por ciento. Asi-
mismo, 89.9 por ciento de los hogares del estado con-
taba con acceso a internet, ubicando a Nuevo León en
el segundo lugar nacional.

Otro punto importante es que la propia Endutih de
2025 identifica que, entre las personas usuarias de te-
léfono celular que reportaron alguna dificultad para
realizar sus actividades diarias, 61.4 por ciento señaló
dificultades para ver aun utilizando lentes, 49.8 por
ciento reportó alguna condición emocional o mental y
32.4 por ciento alguna dificultad motriz. Estos datos
muestran que el uso cotidiano de tecnologías digitales
también involucra a personas que pueden requerir con-
diciones específicas de accesibilidad para interactuar
con dispositivos y plataformas.

En este contexto, garantizar la accesibilidad digital en
las plataformas de venta de boletos adquiere especial
importancia ya que es necesario procurar que las per-
sonas con discapacidad puedan acceder a los mismos
mecanismos digitales de consulta, selección y compra
que el resto de la población.

Sin embargo, la digitalización de un servicio no signi-
fica necesariamente que éste sea accesible.

Cuando un sitio de Internet o una aplicación no consi-
dera las necesidades de las personas con discapacidad,
las herramientas tecnológicas que deberían facilitar el
acceso pueden convertirse en nuevas barreras. Esto
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puede ocurrir cuando una plataforma no es compatible
con lectores de pantalla, no permite la navegación me-
diante teclado, presenta contrastes inadecuados, care-
ce de textos alternativos o no proporciona información
clara y accesible sobre los espacios destinados a per-
sonas con discapacidad.

La problemática resulta especialmente relevante en la
adquisición de boletos y espacios accesibles para con-
ciertos, eventos deportivos, espectáculos y demás acti-
vidades culturales o recreativas.

Mientras que una persona puede realizar mediante una
plataforma digital todo el proceso consistente en con-
sultar un evento, seleccionar un asiento, conocer su
precio, efectuar el pago y recibir el boleto, las perso-
nas con discapacidad pueden enfrentar procedimientos
adicionales cuando requieren un espacio accesible.

En este sentido, la accesibilidad no debe limitarse úni-
camente a las condiciones físicas existentes dentro de
los recintos. También debe comprender los procedi-
mientos y herramientas mediante los cuales una perso-
na accede al evento, comenzando desde el momento
en que consulta la información disponible y adquiere
su boleto.

Tratándose de Nuevo León, donde se desarrollan de
manera constante eventos culturales, recreativos, de-
portivos y espectáculos, resulta relevante que las per-
sonas con discapacidad cuenten con mecanismos que
permitan su participación desde el inicio del proceso,
incluyendo la posibilidad de consultar y adquirir bole-
tos y espacios accesibles mediante herramientas digi-
tales.

La accesibilidad, además, constituye una obligación
reconocida por el derecho internacional de los dere-
chos humanos.

La Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad, de la cual México es Estado Parte,
establece en su artículo 9 que los Estados deben adop-
tar medidas pertinentes para asegurar a las personas
con discapacidad el acceso, en igualdad de condicio-
nes con las demás, al entorno físico, el transporte, la
información y las comunicaciones, incluidos los siste-
mas y las tecnologías de la información y las comuni-
caciones.2

El mismo artículo reconoce la importancia de promo-
ver el acceso de las personas con discapacidad a los
nuevos sistemas y tecnologías de la información y las
comunicaciones, incluida Internet.

Este principio es importante en un contexto en el cual
numerosos servicios han migrado del espacio físico
hacia plataformas digitales. Si estos sistemas no incor-
poran condiciones de accesibilidad, existe el riesgo de
trasladar al entorno digital las barreras que histórica-
mente han enfrentado las personas con discapacidad.

Asimismo, el artículo 30 de la Convención sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad reconoce
el derecho de las personas con discapacidad a partici-
par, en igualdad de condiciones con las demás, en la
vida cultural, las actividades recreativas, el esparci-
miento y el deporte.3

En consecuencia, garantizar condiciones de accesibili-
dad en la adquisición de boletos no constituye exclusi-
vamente un asunto relacionado con el comercio elec-
trónico o con la prestación de un servicio, sino
también con las condiciones necesarias para hacer
efectivo el derecho de las personas con discapacidad a
participar en actividades culturales, deportivas y recre-
ativas.

A este marco internacional se suma la interpretación
desarrollada en el ámbito constitucional mexicano.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de
su Protocolo para juzgar con perspectiva de discapaci-
dad, ha desarrollado el análisis de la discapacidad ba-
jo el modelo social y de derechos humanos, conforme
al cual las limitaciones que enfrentan las personas con
discapacidad no pueden explicarse únicamente por
una condición individual, sino por la interacción de és-
ta con las barreras existentes en el entorno.4

Con esto se entiende que las barreras pueden encon-
trarse tanto en los espacios físicos como en los proce-
dimientos, normas, formas de comunicación y tecno-
logías mediante las cuales se prestan servicios.

En consecuencia, cuando una herramienta tecnológica
o un procedimiento impide que una persona con dis-
capacidad pueda realizar de manera autónoma una ac-
tividad que se encuentra disponible para el resto de la
población, la problemática no debe analizarse exclusi-
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vamente a partir de las características de la persona, si-
no también respecto de las barreras existentes en el
servicio.

Aplicado lo anterior a la presente iniciativa, significa
que no resulta suficiente que un recinto cuente con es-
pacios físicamente accesibles si la persona que requie-
re utilizarlos no puede consultarlos, seleccionarlos y
adquirirlos mediante los mecanismos ordinarios de
venta disponibles para el resto de los consumidores.
La accesibilidad debe observarse como un proceso in-
tegral.

Una persona con discapacidad debe poder conocer an-
ticipadamente cuáles son los espacios accesibles dis-
ponibles, su ubicación y precio; realizar el proceso de
compra; acceder a los mecanismos necesarios para
acreditar, cuando corresponda, su condición mediante
medios electrónicos; y contar con un canal de atención
que también resulte accesible.

Lo anterior guarda relación directa con el principio de
autonomía. Una persona con discapacidad no debería
depender necesariamente de un tercero para realizar
una actividad cotidiana como adquirir un boleto, ni de-
bería estar obligada a trasladarse físicamente a una ta-
quilla para efectuar un procedimiento que el resto de
las personas puede realizar por internet.

La accesibilidad digital ha adquirido una relevancia
creciente en distintos sistemas jurídicos, particular-
mente a partir de la expansión del comercio electróni-
co, los servicios digitales y el uso generalizado de si-
tios web y aplicaciones móviles para realizar
actividades cotidianas.

En la Unión Europea, la Directiva (UE) 2019/882 del
Parlamento Europeo y del Consejo conocida como Eu-
ropean Accessibility Act, constituye uno de los princi-
pales referentes en la materia.5 Esta Directiva estable-
ce requisitos de accesibilidad aplicables a diversos
productos y servicios, entre ellos determinados servi-
cios de comercio electrónico, con el propósito de eli-
minar barreras que dificulten su utilización por perso-
nas con discapacidad.

Su importancia radica en que reconoce que la accesi-
bilidad no debe limitarse únicamente a la infraestruc-
tura física, sino que también debe comprender la ma-
nera en que los servicios se ofrecen, presentan y

operan a través de medios digitales. En consecuencia,
los prestadores de servicios comprendidos en su ámbi-
to deben considerar condiciones que permitan que la
información y las funcionalidades sean perceptibles,
comprensibles y utilizables por personas con distintas
discapacidades.

La Directiva (UE) 2016/21026 establece obligaciones
de accesibilidad para los sitios web y aplicaciones mó-
viles de organismos del sector público. Si bien su ám-
bito de aplicación se concentra en entidades públicas,
constituye un antecedente importante porque incorpo-
ra principios técnicos orientados a que los contenidos
digitales sean perceptibles, operables, comprensibles y
robustos. Este enfoque demuestra que, dentro del mar-
co europeo, la accesibilidad digital se concibe como
un elemento indispensable para garantizar el acceso
efectivo a información y servicios.

En Estados Unidos, la Americans with Disabilities Act
de 1990 (ADA) constituye el principal ordenamiento
federal en materia de protección contra la discrimina-
ción por motivos de discapacidad.7 El título III esta-
blece que las personas con discapacidad deben poder
acceder, en condiciones de igualdad, a los bienes y ser-
vicios ofrecidos por establecimientos abiertos al públi-
co.

Aunque la ADA fue promulgada antes de la consoli-
dación del comercio electrónico, su aplicación ha evo-
lucionado frente al crecimiento de los servicios digita-
les. En particular, la discusión jurídica se ha centrado
en si los sitios web y plataformas digitales que permi-
ten acceder a bienes o servicios ofrecidos al público
deben también garantizar condiciones de accesibili-
dad.

En Reino Unido, la Equality Act 2010 establece un
marco amplio de protección contra la discriminación y
reconoce la obligación de los prestadores de servicios
de realizar ajustes razonables cuando una disposición,
práctica o característica coloque a una persona con
discapacidad en una situación de desventaja sustancial
respecto de otras personas.8

El concepto de ajustes razonables resulta particular-
mente útil para analizar los servicios digitales, ya que
obliga a considerar si las características de una plata-
forma o de un procedimiento generan obstáculos que
podrían evitarse mediante modificaciones razonables.
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Esto puede incluir, entre otras cuestiones, la forma en
que se presenta la información, la manera en que se
completa una compra o los canales disponibles para
recibir asistencia.

En España, el Real Decreto Legislativo 1/2013 entien-
de la accesibilidad universal como una condición que
deben cumplir los entornos, procesos, bienes, produc-
tos y servicios para que puedan ser utilizados y com-
prendidos por todas las personas de la manera más au-
tónoma y segura posible.9

Este concepto amplía considerablemente el alcance
tradicional de la accesibilidad, ya que no se limita al
diseño físico de edificios o instalaciones, sino que
comprende también procesos, productos, tecnologías y
servicios.

Estos modelos internacionales permiten identificar
una tendencia común: la accesibilidad digital se en-
cuentra cada vez más vinculada con los principios de
igualdad, autonomía, no discriminación y participa-
ción plena de las personas con discapacidad.

Asimismo, permiten advertir que la eliminación de ba-
rreras no debe limitarse a los espacios físicos. Cuando
una actividad económica o un servicio se ofrece me-
diante plataformas digitales, las condiciones de accesi-
bilidad deben formar parte del diseño y funcionamien-
to de dichas herramientas.

Precisamente por ello, la presente iniciativa propone
adicionar un artículo 27 Bis a la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad, establecien-
do que las personas físicas o morales que organicen,
promuevan o comercialicen boletos para conciertos,
eventos, espectáculos y demás actividades culturales,
deportivas o recreativas, incluidas las plataformas digi-
tales de venta, deberán garantizar que las personas con
discapacidad puedan consultar, seleccionar y adquirir
de manera autónoma y en igualdad de condiciones los
espacios y boletos accesibles, sin necesidad de trasla-
darse a taquillas o puntos de venta físicos.

Para materializar esta obligación, la reforma contem-
pla diversos elementos específicos.

En primer lugar, se propone establecer criterios de ac-
cesibilidad digital en sitios de Internet y aplicaciones,
incluyendo la compatibilidad con lectores de pantalla,

la navegación mediante teclado, el contraste adecuado,
los textos alternativos y los formatos de lectura fácil.

Asimismo, se plantea que las plataformas permitan co-
nocer, antes de realizar la compra, la ubicación, dispo-
nibilidad y precio de los espacios accesibles y del bo-
leto de acompañante, cuando corresponda.

De igual manera, se propone que la acreditación de la
discapacidad y la compra puedan realizarse por medios
electrónicos, evitando que se exija necesariamente la
presentación física de documentación en taquilla; que
exista un canal de atención accesible para resolver dudas
o completar el proceso de compra; y que las personas
obligadas se abstengan de imponer cargos adicionales
por utilizar medios accesibles o adquirir estos espacios.

Estas medidas no tienen por objeto establecer privile-
gios o beneficios adicionales, sino eliminar barreras
que pueden colocar a las personas con discapacidad en
una situación de desventaja respecto del resto de los
consumidores.

La accesibilidad digital debe concebirse como una ex-
tensión de los principios de igualdad, autonomía e in-
clusión. En una sociedad en la que el uso de Internet
se ha convertido en un mecanismo cotidiano para ac-
ceder a bienes, servicios y actividades, las personas
con discapacidad deben contar con la posibilidad de
utilizar estas herramientas en condiciones de igualdad.

Asimismo, a efecto de contar con parámetros técnicos
para el cumplimiento de estas obligaciones, la iniciativa
establece que el Consejo Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión de las Personas con Discapacidad, en coor-
dinación con la Procuraduría Federal del Consumidor y
la Secretaría de Cultura, emita los lineamientos corres-
pondientes en materia de accesibilidad digital.

Por las razones expuestas, resulta necesario avanzar
hacia un modelo en el que el desarrollo tecnológico
sea también una herramienta para la inclusión y no un
nuevo espacio de exclusión.

Garantizar la accesibilidad desde el momento de con-
sultar y adquirir un boleto permite fortalecer la auto-
nomía de las personas con discapacidad y generar con-
diciones para su participación efectiva en conciertos,
espectáculos, eventos deportivos, actividades cultura-
les y demás espacios de convivencia social.
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Por lo expuesto y fundado, la accesibilidad digital no
debe entenderse como un beneficio adicional, sino co-
mo una condición necesaria para garantizar que todas
las personas puedan ejercer sus derechos con autono-
mía, dignidad e igualdad y lo plasmo mediante la si-
guiente

Propuesta

Por las consideraciones expuestas y fundadas se so-
mete a la consideración de esta asamblea el siguiente
proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 27 Bis a la
Ley General para la Inclusión de las Personas con
Discapacidad

Único. Se adiciona el artículo 27 Bis a la Ley Gene-
ral para la Inclusión de las Personas con Discapacidad,
para quedar como sigue:

Artículo 27 Bis. Las personas físicas o morales que
organicen, promuevan o comercialicen boletos pa-
ra conciertos, eventos, espectáculos y demás activi-
dades culturales, deportivas o recreativas, así como
aquellas que comercialicen boletos para dichos
eventos, incluidos los proveedores que operen sitios
de Internet, aplicaciones o plataformas digitales de
venta, deberán garantizar que las personas con dis-
capacidad puedan consultar, seleccionar y adquirir
de manera autónoma, en igualdad de condiciones,
los espacios y boletos accesibles, sin necesidad de
trasladarse a taquillas o puntos de venta físicos. Pa-
ra ello deberán:

I. Cumplir criterios de accesibilidad digital en
sus sitios web y aplicaciones, incluida la compa-
tibilidad con lectores de pantalla, la navegación
por teclado, el contraste adecuado, los textos al-
ternativos y los formatos de lectura fácil;

II. Mostrar, antes de la compra, la ubicación, dis-
ponibilidad y precio de los espacios accesibles y
del boleto de acompañante, cuando corresponda;

III. Permitir que la acreditación de la discapaci-
dad y la compra se realicen por medios electró-
nicos, sin exigir la presentación física del com-
probante en taquilla;

IV. Ofrecer un canal de atención accesible para
resolver dudas o completar la compra; y

V. Abstenerse de cobrar cargos adicionales por el
uso de los medios accesibles o por la adquisición
de espacios accesibles.

El Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad, en coordi-
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nación con la Procuraduría Federal del Consumi-
dor y la Secretaría de Cultura, emitirá los linea-
mientos de accesibilidad digital a que se refiere es-
te artículo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Consejo Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad, en coor-
dinación con la Procuraduría Federal del Consumidor
y la Secretaría de Cultura, emitirá en un plazo no ma-
yor de 180 días hábiles, contados a partir de la entrada
en vigor del presente decreto, los lineamientos de ac-
cesibilidad digital a los que se refiere el artículo 27
Bis.

Tercero. Las personas físicas y morales obligadas por
el artículo 27 Bis contarán con un plazo de 180 días
hábiles contados a partir de la publicación de los line-
amientos a que se refiere el transitorio anterior, para
adecuar sus plataformas, sitios web y aplicaciones
conforme a lo dispuesto en dicho artículo.

Notas

1 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, https://www.in-
egi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2025/EAP_Pers-
Discap_25.pdf

2 Organización de las Naciones Unidas,
https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf

3 Organización de las Naciones Unidas,
https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf

4 Suprema Corte de Justicia de la Nación,
h t t p s : / / w w w . s c j n . g o b . m x / d e r e c h o s -
humanos/sites/default/files/protocolos/archivos/2022-04/Protoco-
lo%20para%20Juzgar%20con%20Perspectiva%20de%20Disca-
pacidad.pdf

5 Diario Oficial de la Unión Europea, https://eur-lex.europa.eu/le-
gal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32019L0882

6 Diario Oficial de la Unión Europea,
https://www.boe.es/doue/2016/327/L00001-00015.pdf

7 Americans with Disabilities Act, https://www.ada.gov/law-and-
regs/ada/

8 Equality Act,
https://www.legislation.gov.uk/ukpga/2010/15/contents

9 Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado,
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12632

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de octubre de 2026.

Diputado Eduardo Gaona Domínguez (rúbrica)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE TURISMO, EN MATERIA DE TURISMO RELIGIOSO,
RUTAS TURÍSTICAS RELIGIOSAS Y CORREDORES SEGUROS
PARA PEREGRINOS, A CARGO DEL DIPUTADO TECUTLI JO-
SÉ GUADALUPE GÓMEZ VILLALOBOS, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

Quien suscribe, Tecutli José Guadalupe Gómez Villa-
lobos, integrante del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano en la LXVI Legislatura, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno
de la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Turismo, en mate-
ria de turismo religioso, rutas turísticas religiosas y co-
rredores seguros para peregrinos, con base en la si-
guiente
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Exposición de Motivos

En atención del artículo 4o. constitucional, se estable-
ce Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y
al disfrute de los bienes y servicios que presta el Esta-
do en la materia, así como el ejercicio de sus derechos
culturales.

Asimismo, dicho precepto constitucional otorga la
obligación al Estado sobre la promoción de los medios
para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo
a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y
expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La
ley establecerá los mecanismos para el acceso y parti-
cipación a cualquier manifestación cultural.

Aunado a lo anterior, en el numeral 21 de la Carta
Magna se establece que la seguridad pública es una
función del Estado a cargo de la Federación, las enti-
dades federativas y los Municipios, cuyos fines son
salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el
patrimonio de las personas.

En suma de lo mencionado, en el artículo 4o. de la
Constitución federal se reconoce que toda persona tie-
ne derecho a la movilidad en condiciones de seguridad
vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad,
inclusión e igualdad.

Y si bien es cierto que el modelo de Estado laico en
México se encuentra consolidado en los artículos 24,
40 y 130 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, los cuales rigen el principio histó-
rico de separación entre las iglesias y el Estado, así co-
mo la tutela plena de los derechos a la libertad religio-
sa, de conciencia y de convicciones éticas e
ideológicas, no quiere decir que el Estado no deba
atender los derechos mencionados, con el argumento
de que se trate de asuntos religiosos.

Lo inmediatamente señalado, y con apoyo jurispru-
dencia de registro digital 2032380,1 cuyo rubro es Es-
tado laico. El modelo mexicano conlleva la obliga-
ción de proteger los derechos de libertad religiosa,
de conciencia y de convicciones éticas e ideológicas,
emitida por el pleno de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, el principio de separación entre la Igle-
sia y el Estado no exime a las autoridades de su deber
primordial de proteger y hacer efectivos los derechos
de libertad religiosa y de conciencia de las personas.

En dicho precedente, el máximo Tribunal, establece
que el deber estatal de neutralidad no implica pasivi-
dad, ausencia ni indiferencia ante las manifestaciones
religiosas y culturales. Por el contrario, exige que el
Estado mantenga una postura “neutralmente activa”,
implementando las acciones administrativas y legisla-
tivas necesarias para garantizar condiciones de seguri-
dad, accesibilidad, protección civil y movilidad para
quienes ejercen libremente sus convicciones.

En este sentido, la regulación aquí propuesta sobre el
reconocimiento del concepto de turismo religioso den-
tro de la Ley General de Turismo resulta plenamente
constitucional, en tanto que no adopta confesión algu-
na y respeta explícitamente el carácter laico del Esta-
do y la libertad de convicciones de toda la población.

Es importante mencionar que el turismo espiritual y
religioso no puede considerarse un asunto exclusivo
de las instituciones eclesiásticas ni del Estado, sino un
fenómeno donde convergen la Iglesia, el sector públi-
co, los prestadores de servicios y las comunidades lo-
cales. Esto en, virtud de que las personas continuarán
transitando por las vías públicas para visitar estos si-
tios por motivos de fe y tradición, corresponde al Es-
tado asumir la responsabilidad de ordenar dichos flu-
jos y brindar las condiciones necesarias de protección
y asistencia a los visitantes y a las comunidades re-
ceptoras.

Según datos de la Secretaría de Turismo (Sectur), las
actividades asociadas al turismo religioso movilizan
anualmente a más de 40 millones de personas en todo
el territorio nacional.2 Lo anterior, publicado por el
medio de comunicación La Jornada. De acuerdo con
la Secretaría de Turismo, durante 2026 el turismo reli-
gioso moviliza alrededor de 40 millones de mexicanas
y mexicanos al año y genera una derrama económica
aproximada de 25 mil millones de pesos. Entre los
destinos con mayor afluencia se encuentran la Basíli-
ca de Guadalupe, San Juan de los Lagos, Juquila y
Chalma.3

En este contexto, el turismo religioso representa una
actividad de particular relevancia para México. El pa-
ís cuenta con una amplia diversidad de santuarios,
templos, celebraciones, peregrinaciones, expresiones
culturales y tradiciones que atraen anualmente a mi-
llones de visitantes nacionales y extranjeros.
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Si bien este flujo masivo genera un beneficio directo
en materia de hospedaje, transporte, comercio y ali-
mentación que impulsa la prosperidad compartida, el
volumen masivo de visitantes provoca fenómenos de
sobredemanda que frecuentemente rebasan la capaci-
dad de infraestructura y servicios de las poblaciones
locales.

Así mismo, en una opinión publicada por la Universi-
dad de Guadalajara en su gaceta oficial, expresa la ne-
cesidad imperante de transformar los centros y rutas
religiosas en espacios que garanticen condiciones de
turismo accesible en un sentido amplio e incluyente.4
Esta casa de estudios manifiesta que en un concepto
integral de accesibilidad en estos trayectos y santua-
rios debe ir más allá de las rampas para personas con
discapacidad motriz, atendiendo también los requeri-
mientos de personas adultas mayores con movilidad
reducida, mujeres embarazadas, familias con niños pe-
queños en carriolas, personas de talla baja, personas
con discapacidad visual o auditiva, e incluso comensa-
les con requerimientos dietéticos especiales.

Concluye dicha institución que la presencia masiva de
peregrinos exige una estrategia pública para proteger
el patrimonio cultural e histórico que albergan estas
comunidades, garantizando que el beneficio económi-
co se traduzca en desarrollo sustentable y armónico
para los habitantes locales.

Conforme lo anterior, es importante reconocer estos
recorridos, rutas y modalidad de turismo que como ya
se dijo puede poner en riesgo a las personas que reali-
zan estas travesías, pero que a su vez también, son par-
te de las diversas manifestaciones culturales de nues-
tro país y que el Estado tiene una obligación de
salvaguardar la integridad de éstas.

En la propuesta que a continuación se presenta, es im-
portante resaltar qué para dar sustento y certeza legal,
se agregan como propuesta de reforma a la Ley Gene-
ral de Turismo a las definiciones de “turismo religio-
so”, “ruta turística religiosa” y “corredor seguro para
peregrinos”, cuidando en su redacción el estricto res-
peto a la laicidad del Estado y a la libertad de convic-
ciones.

Bajo esta visión se propone facultar a la Secretaría de
Turismo para diseñar, coordinar y evaluar el Programa
Nacional de Turismo Religioso, dotando al Estado de

un instrumento rector de política pública para el des-
arrollo ordenado, sustentable, accesible y seguro de
esta actividad.

Se establece a su vez la encomienda a la Sectur la pro-
moción de corredores seguros para peregrinos en tra-
mos carreteros y urbanos de alta afluencia, así como la
administración de la red nacional de rutas turísticas re-
ligiosas y la generación de indicadores sobre afluen-
cia, estancia, movilidad y derrama económica.

Y por último, se realizan adiciones para establecer una
clara corresponsabilidad de las entidades federativas,
Ciudad de México y los municipios en las tareas de in-
fraestructura, movilidad, seguridad pública, protec-
ción civil, accesibilidad y asistencia turística, de ma-
nera coordinada durante los periodos de mayor
afluencia de peregrinos.

A continuación se agrega un cuadro comparativo de la
propuesta:
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Ley General de Turismo Por lo expuesto someto a consideración de esta Cáma-
ra de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley General de Turismo

Único. Se adicionan las fracciones XXII a XXIV al
artículo 3, XIV Bis al artículo 4, XVII Bis y XVII Ter
al artículo 7, XXII al artículo 9 y XVI Bis al artículo
10 de la Ley General de Turismo, para quedar como
sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá
por

I. a XXI. …

XXII. Turismo religioso: Modalidad de turismo
vinculada con la visita, recorrido o participación
de personas en santuarios, templos, sitios de cul-
to, celebraciones, festividades, peregrinaciones,
rutas y demás manifestaciones vinculadas con
creencias, prácticas o patrimonio de carácter re-
ligioso o espiritual, así como con sus expresiones
históricas y culturales, con pleno respeto de la li-
bertad de convicciones, conciencia y religión y el
carácter laico del Estado;

XXIII. Ruta turística religiosa: Ruta turística
que integra dos o más destinos, comunidades,
santuarios, templos, sitios de interés o manifes-
taciones vinculadas con el patrimonio religioso,
espiritual, histórico o cultural de una región, y
que cuenta con condiciones de información, ac-
cesibilidad, seguridad y servicios turísticos con-
forme a las disposiciones aplicables;

XXIV. Corredor seguro para peregrinos: Tramo
de camino, carretera, vía de acceso o recorrido
turístico identificado por las autoridades compe-
tentes como de alta afluencia de peregrinos y que
requiere acciones coordinadas de seguridad, se-
ñalización, movilidad, protección civil, atención
médica, asistencia y servicios básicos.

Artículo 4. Son atribuciones del Poder Ejecutivo fe-
deral, que se ejercerán a través de la secretaría

I. a XIV. …
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XIV Bis. Diseñar, coordinar y evaluar el Progra-
ma Nacional de Turismo Religioso, como instru-
mento de política turística para el desarrollo or-
denado, sustentable, accesible y seguro de las
rutas y destinos de turismo religioso, en coordi-
nación con las entidades federativas, los munici-
pios y los sectores social y privado, de conformi-
dad con las disposiciones aplicables.

XV. Las demás previstas en éste y otros ordena-
mientos.

Artículo 7. Para el cumplimiento de la presente ley,
corresponde a la secretaría

I. a XVII. …

XVII Bis. Promover, en coordinación con las au-
toridades competentes, el establecimiento de co-
rredores seguros para peregrinos en las rutas y
destinos de turismo religioso que registren alta
afluencia de visitantes;

XVII Ter. Diseñar, coordinar y mantener ac-
tualizada la red nacional de rutas turísticas re-
ligiosas, así como desarrollar mecanismos de
información e indicadores que permitan cono-
cer la afluencia, procedencia, movilidad, estan-
cia y derrama económica asociada al turismo
religioso;

XVIII. Las demás previstas en éste y otros ordena-
mientos.

Artículo 9. Corresponden a los estados y Ciudad de
México, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley
y las leyes locales en materia turística, las siguientes
atribuciones:

I. a XXI. …

XXII. Incorporar, en el ámbito de sus compe-
tencias, las rutas y destinos de turismo religioso
en sus instrumentos de planeación turística y
coordinar con la federación y los municipios las
acciones de infraestructura, movilidad, seguri-
dad, protección civil, accesibilidad, promoción
y asistencia necesarias para su adecuado des-
arrollo.

Artículo 10. Corresponde a los municipios, de confor-
midad con lo dispuesto en esta ley y las leyes locales
en la materia, las siguientes atribuciones:

I. a XVI. …

XVI Bis. Participar, en coordinación con las au-
toridades federales y estatales competentes, en la
identificación y atención de las necesidades de
infraestructura, servicios, movilidad, seguridad,
protección civil, accesibilidad y asistencia de los
destinos y rutas de turismo religioso ubicados en
su territorio, particularmente durante los perio-
dos de mayor afluencia de peregrinos.

XVII. Las demás previstas en éste y otros ordena-
mientos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

segundo. La Secretaría de Turismo deberá emitir el
Programa Nacional de Turismo Religioso a que se re-
fiere la fracción XVI del artículo 4 de la presente ley,
dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a
la entrada en vigor del presente decreto.

Tercero. La Secretaría de Turismo, en coordinación
con las entidades federativas y los municipios, y con
pleno respeto al ámbito de competencia de cada orden
de gobierno, elaborará y publicará dentro de los cien-
to ochenta días naturales siguientes a la entrada en vi-
gor del presente decreto, los criterios generales de re-
ferencia para la identificación de las rutas turísticas
religiosas y los corredores seguros para peregrinos.

Cuarto. Las acciones derivadas del presente decreto
se realizarán con cargo a los recursos aprobados en el
Presupuesto de Egresos de la Federación para las de-
pendencias y entidades competentes, por lo que no im-
plicarán ampliaciones presupuestarias adicionales en
el ejercicio fiscal correspondiente.

Quinto. La Secretaría de Turismo promoverá la cele-
bración de convenios de coordinación con las entida-
des federativas y municipios para la implementación
de las acciones previstas en el presente decreto.
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Sexto. Las disposiciones reglamentarias y administra-
tivas que resulten necesarias para la aplicación del pre-
sente decreto deberán realizarse dentro de los ciento
ochenta días naturales siguientes a su entrada en vigor.

Notas

1 Suprema Corte de Justicia de la Nación (2026, 3 de julio). Esta-
do laico. El modelo mexicano conlleva la obligación de proteger
los derechos de libertad religiosa, de conciencia y de convicciones
éticas e ideológicas (tesis P./J. 153/2026 [12a.], registro digital
2032380). Semanario Judicial de la Federación,
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2032380

2 Gutiérrez, J. (2026, 4 de abril). “‘Viajes religiosos movilizan a
40 millones de personas y dejan 25 mil mdp’: Sectur”, La Jorna-
da, https://www.jornada.com.mx/2026/04/04/economia/012n2eco

3 Secretaría de Turismo (2026). Semana Santa en México: un mo-
saico de turismo religioso, gobierno de México,
https://www.gob.mx/sectur/articulos/semana-santa-en-mexico-un-
mosaico-de-turismo-religioso-que-moviliza-a-mas-de-40-millo-
nes-de-personas-al-ano

4 Ríos, J. (2014, 10 de noviembre). “Turismo religioso y accesi-
ble”, Gaceta Universidad de Guadalajara,
https://www.gaceta.udg.mx/Turismo-religioso-y-accesible/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de octubre de 2026.

Diputado Tecutli José Guadalupe Gómez Villalobos
(rúbrica)
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